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SESIONES ORDINARIAS

2018

ORDEN DEL DÍA Nº 988

COMISIÓN BICAMERAL PERMANENTE  
DE TRÁMITE LEGISLATIVO –LEY 26.122–

SUMARIO: Declaración de validez del decreto 1.053 
del 15 de noviembre de 2018, mediante el cual se 
modifica el Presupuesto General de la Administración 
Nacional para el ejercicio 2018. (7.682-D.-2018.)

	 I.	 Dictamen de mayoría.
	 II.	 Dictamen de minoría.

I

Dictamen de mayoría

Honorable Congreso:

La Comisión Bicameral Permanente de Trámite 
Legislativo prevista en los artículos 99, inciso 3, y 
100, incisos 12 y 13, de la Constitución Nacional y en 
la ley 26.122, ha considerado el expediente 399-P.E.-
2018 referido al decreto de necesidad y urgencia 1.053 
del Poder Ejecutivo nacional, del 15 de noviembre de 
2018, mediante el cual se dispuso modificar el presu-
puesto general de la administración nacional para el 
ejercicio 2018 (ley 27.431).

En virtud de los fundamentos que se exponen en el 
informe adjunto y los que oportunamente ampliará el 
miembro informante, se aconseja la aprobación del 
siguiente

Proyecto de resolución

El Senado y la Cámara de Diputados de la Nación

RESUELVEN:

Artículo 1° – Declárase la validez del decreto de 
necesidad y urgencia 1.053, del 15 de noviembre 2018.

Art. 2° – Comuníquese al Poder Ejecutivo nacional.
De acuerdo con las disposiciones pertinentes, el 

presente dictamen es remitido directamente al orden 
del día.

Sala de la comisión, 19 de diciembre de 2018.

Luis Petcoff Naidenoff. – María Cristina 
Fiore Viñuales. – Ezequiel Fernández 
Langan. – Martín O. Hernández. – 
Fernando A. Iglesias. – Luis A. Petri. – 
Pablo G. Tonelli. – Miriam R. Boyadjian. 
– Néstor P. Braillard Poccard.

INFORME

1. Introducción
El jefe de Gabinete de Ministros ha remitido a 

consideración de la comisión, de conformidad con lo 
establecido en la Constitución Nacional y en la ley 
26.122, el decreto de necesidad y urgencia 1.053 del 
Poder Ejecutivo nacional, del 15 de noviembre de 2018 
(expediente 399-P.E.-2018). Mediante ese decreto se 
realizaron modificaciones al presupuesto general de 
la administración nacional para el ejercicio 2018 (ley 
27.431).

Durante el transcurso de este año se observó un 
nuevo contexto internacional que implicó una mayor 
volatilidad de las variables financieras, del tipo de 
cambio y de los índices de precios tomados en cuenta 
al elaborar el presupuesto general de la administración 
nacional para el ejercicio 2018. Las nuevas circunstan-
cias exigieron adoptar medidas urgentes para adecuar el 
nivel de ingresos y gastos y simultáneamente, acelerar 
la consolidación fiscal y no generar mayores desbalan-
ces. Así,  las medidas adoptadas permitieron alcanzar la 
meta fiscal de 2018 equivalente a un déficit primario de 
dos coma siete por ciento (2,7 %) del producto interno 
bruto (PIB).

Frente a este panorama, el presidente de la Nación 
consideró necesario y urgente adecuar el presupuesto 
vigente para incrementar los créditos presupuestarios 
destinados a atender los haberes del personal de la 
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vigente destinado al Programa 26 - desarrollo de la edu-
cación superior del Ministerio de Educación, Cultura, 
Ciencia y Tecnología. De la misma manera, decidió 
que corresponde incrementar los créditos del Consejo 
Nacional de Investigaciones Científicas y Técnicas 
(Conicet), a fin de atender becas de investigación, 
correspondientes al pago de estipendios.

En otro orden, en materia de salud, se reforzaron 
los créditos de la Agencia Nacional de Discapacidad 
destinados a la atención médica de los pensionados no 
contributivos. Además, se fortalecieron los créditos vi-
gentes de la Dirección de Ayuda Social para el Personal 
del Congreso de la Nación y de la Auditoría General 
de la Nación, con el objeto de afrontar sus necesidades 
específicas.

En materia de turismo y ambiente se determinó re-
forzar los créditos del Instituto Nacional de Promoción 
Turística, e incrementar el presupuesto de la Secretaría 
de Gobierno de Ambiente y Desarrollo Sustentable de 
la Secretaría General de la Presidencia de la Nación 
mediante la incorporación de recursos provenientes 
de desembolsos de préstamos del Banco Internacional 
de Reconstrucción y Fomento (BIRF), a los fines de 
continuar con las tareas acordadas en los respectivos 
convenios.

Por otra parte, en asistencia a las provincias y 
municipios, se reforzó el presupuesto del Ministerio 
del Interior, Obras Públicas y Vivienda, para dotar 
de créditos al Programa de Asistencia Financiera a 
Provincias y Municipios, creado por el decreto 836, 
del 18 de septiembre de 2018, con el objeto de asistir 
financieramente a las provincias y municipios que 
estuvieran ejecutando obras con financiamiento del 
entonces Fondo Federal Solidario.

En materia de relaciones exteriores, el Ministerio de 
Relaciones Exteriores y Culto, propicia incorporar a su 
presupuesto mayores recursos en concepto de aranceles 
por servicios consulares, los cuales se destinarán a 
financiar gastos concernientes a las representaciones 
argentinas en el exterior.

Por otra parte, resultó necesario para el presidente 
incrementar el presupuesto vigente de la Policía Fe-
deral Argentina, a los fines de afrontar los mayores 
gastos que genera la función operativa de la fuerza, en 
cumplimiento de los objetivos estratégicos fijados por 
el gobierno nacional, e incorporar una contribución al 
Tesoro nacional. Este incremento se financia con la 
incorporación de recursos propios.

En materia energética se reforzó el presupuesto 
vigente de la Secretaría de Gobierno de Energía del 
Ministerio de Hacienda a los efectos de cumplir, por un 
lado, con los compromisos asumidos en el marco del 
Programa de Estímulos a la Producción de Gas Natural 
y del Programa de Asistencia a Empresas Distribui-
doras de Gas y, por el otro, para afrontar erogaciones 
vinculadas con las transferencias a la Compañía Admi-
nistradora del Mercado Mayorista Eléctrico Sociedad 
Anónima (Cammesa).

administración pública nacional. Dado el nuevo marco 
y su impacto en el régimen de movilidad, resultó nece-
sario incrementar el presupuesto de la Administración 
Nacional de la Seguridad Social (ANSES), con el obje-
to de hacer frente al pago de prestaciones previsionales 
y de las asignaciones familiares. En relación con las 
pensiones no contributivas también resultó necesario 
incrementar los créditos del Programa 23 sobre las 
mencionadas pensiones.

En cuanto a las fuerzas y seguridad, es dable señalar 
que por la resolución 864 del Ministerio de Justicia y 
Derechos Humanos, del 28 de septiembre de 2018, se 
incrementó el haber mensual del personal del Servicio 
Penitenciario Federal. Asimismo, por la resolución 546, 
del 29 de junio de 2018 del Ministerio de Seguridad, se 
incrementó el haber mensual del personal de la Policía 
Federal Argentina, de la Gendarmería Nacional y de la 
Prefectura Naval Argentina. Del mismo modo, por la 
resolución conjunta 2 del Ministerio de Defensa y del 
Ministerio de Hacienda, del 29 de junio de 2018, se 
incrementó el haber mensual del personal militar de 
las Fuerzas Armadas.

Por efecto de las medidas referenciadas se recom-
pusieron en forma directa los haberes de los jubilados, 
retirados y pensionados de las citadas fuerzas armadas 
y de seguridad. Por tales motivos, resultó necesario 
reforzar el presupuesto destinado a la atención de las 
jubilaciones, retiros y pensiones de la Gendarmería 
Nacional, de la caja de retiros, jubilaciones y pensiones 
de la Policía Federal y de la Prefectura Naval Argen-
tina, organismos actuantes en el ámbito del Ministerio 
de Seguridad.

A la vez, también resultó necesario reforzar el pre-
supuesto destinado a la atención de las jubilaciones, 
retiros y pensiones del Instituto de Ayuda Financiera 
para Pago de Retiros y Pensiones Militares; y, por otra 
parte, reforzar el presupuesto destinado a la atención 
de las jubilaciones, retiros y pensiones del Servicio 
Penitenciario Federal.

Estas erogaciones se financian parcialmente con 
mayores ingresos por aportes y contribuciones y el uso 
de fuentes financieras de las respectivas cajas previ-
sionales de las fuerzas armadas y de seguridad y de la 
Administración Nacional de la Seguridad Social (AN-
SES).  Por tanto, el presidente de la Nación consideró 
menester incrementar el crédito destinado a financiar 
los déficits de las cajas previsionales provinciales.

Por otra parte, en el área de educación, el primer 
magistrado también estimó oportuno incrementar los 
créditos del presupuesto vigente del Ministerio de 
Educación, Cultura, Ciencia y Tecnología, a fin de 
atender gastos derivados de la aplicación de la política 
salarial en los sectores docentes y no docentes de las 
universidades nacionales.

En este sentido, a fin de atender mayores gastos de 
las universidades nacionales y conforme lo previsto 
en la planilla B anexa al artículo 12 de la ley 27.431 
(presupuesto 2018), resolvió modificar el presupuesto 
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rios incluidos en la órbita de la jurisdicción 91 - obli-
gaciones a cargo del Tesoro destinados a la empresa 
Operadora Ferroviaria Sociedad del Estado (SOFSE), 
a la empresa Integración Energética Argentina Socie-
dad Anónima (IEASA) y a la empresa Nucleoeléctrica 
Argentina Sociedad Anónima (NASA). En dicha juris-
dicción fue pertinente además reforzar los créditos para 
la atención del Convenio de Estabilidad de Suministro 
del Gasoil y del Acuerdo de Abastecimiento de Gas 
Propano Indiluido, creados por los decretos 652 del 
19 de abril de 2002 y 934 del 22 de abril de 2003. Por 
añadidura, se decidió modificar los créditos vigentes 
de la mencionada jurisdicción con el objeto de atender 
compromisos contraídos por el Estado nacional.

Desde otra perspectiva, cabe señalar que, a través 
del artículo 49 de la ley 11.672 complementaria per-
manente de presupuesto, se faculta al Poder Ejecutivo 
a disponer la constitución de aplicaciones financieras 
a título gratuito por parte de las jurisdicciones y enti-
dades de la administración nacional a favor del Tesoro 
nacional, con la finalidad de atender el financiamiento 
de sus gastos cuando se requiera la utilización de las 
disponibilidades del sistema de la cuenta única del 
Tesoro, estableciendo además, que dichas inversiones 
pueden constituirse por un plazo de hasta noventa 
(90) días.

Asimismo, por el artículo mencionado preceden-
temente, el Poder Ejecutivo está facultado a disponer 
en el mismo acto administrativo la modificación 
presupuestaria correspondiente y la emisión de los 
instrumentos de crédito público que se requieran para 
su implementación.

En tal marco, oportuno resulta mencionar que el 
Ministerio del Interior, Obras Públicas y Vivienda, la 
Superintendencia de Seguros de la Nación, organismo 
descentralizado actuante en el ámbito del Ministerio 
de Hacienda y el Ente Nacional de Comunicaciones, 
organismo descentralizado actuante en el ámbito de la 
Jefatura de Gabinete de Ministros, cuentan con dispo-
nibilidades para suscribir dicha aplicación financiera.

Asimismo, en el artículo 15 de la ley 24.156 se prevé 
que “cuando en los presupuestos de las jurisdicciones y 
entidades públicas se incluyan créditos para contratar 
obras o adquirir bienes y servicios, cuyo plazo de ejecu-
ción exceda al ejercicio financiero, se deberá incluir en 
los mismos información sobre los recursos invertidos 
en años anteriores, los que se invertirán en el futuro y 
sobre el monto total del gasto, así como los respectivos 
cronogramas de ejecución física. La aprobación de los 
presupuestos que contengan esta información, por parte 
de la autoridad competente, implicará la autorización 
expresa para contratar las obras y/o adquirir los bienes 
y servicios hasta por su monto total, de acuerdo con las 
modalidades de contratación vigentes”.

En ese marco, se estimó menester autorizar ciertas 
obras de infraestructura vial y la adquisición de equi-
pamiento para el Estado Mayor General de la Armada 
dependiente del Ministerio de Defensa, con impacto 

Del mismo modo, resultó adecuado incrementar 
el presupuesto vigente de la Comisión Nacional de 
Energía Atómica, actuante en el ámbito del Ministerio 
de Hacienda, para atender las obligaciones asumidas 
con destino al financiamiento de las obras denominadas 
“Construcción de reactor RA-10” y “Construcción de 
reactor de baja potencia CAREM - Fase II” y para la 
adquisición de equipamiento de los Centros de Medi-
cina Nuclear.

En cuanto a los asuntos de producción y trabajo, se 
estipuló incrementar el presupuesto vigente del Minis-
terio de Producción y Trabajo, incorporando aplicacio-
nes y fuentes financieras, en el marco de las operatorias 
con el Banco de Inversión y Comercio Exterior S.A. 
(BICE). A su vez, también fue considerado menester 
incluir erogaciones adicionales al presupuesto vigente 
del citado ministerio, con destino a los programas de 
subsidio de tasas y fomento al sector productivo y para 
permitir la ampliación del stock de inversiones del 
Fondo de Garantías Argentino (FOGAR) para el otor-
gamiento de garantías para préstamos a las pequeñas 
y medianas empresas.  Y, de la misma forma, asignar  
al Ministerio de Producción y Trabajo horas cátedra 
no previstas en el presupuesto vigente, con el objeto 
de desarrollar acciones inherentes a la promoción de 
la defensa del consumidor.

Respecto al transporte, fue necesario, para el presi-
dente, fortalecer el presupuesto de la Dirección Nacio-
nal de Vialidad, organismo descentralizado en el ámbito 
del Ministerio de Transporte, con el objeto de permitir 
la continuidad a los trabajos de construcción y man-
tenimiento de rutas en el marco del Plan Vial Federal.  
Además, se procedió a aumentar el presupuesto vigente 
del Ministerio de Transporte, a los fines de reforzar los 
créditos correspondientes a las transferencias al fondo 
fiduciario del transporte y a las empresas privadas en 
función de la venta de combustible a precio diferencial.  
También fue necesario incluir en el presupuesto del 
mencionado ministerio, créditos adicionales a fin de 
proceder a la regularización patrimonial del material 
rodante adquirido mediante contratos ya concluidos, 
cuyos adelantos financieros habían sido registrados en 
el entonces Ministerio del Interior y Transporte.

Respecto al área de salud resultó necesario reforzar 
el presupuesto vigente del Ministerio de Salud y Desa-
rrollo Social a fin de afrontar erogaciones de distintos 
programas sociales a su cargo.

En otro orden de cosas, se previeron los créditos 
necesarios para atender diferencias de cambio y em-
bargos judiciales de jurisdicciones y entidades de la 
administración nacional para regularizar imputaciones 
pendientes en la Tesorería General de la Nación. Así, 
fue menester también modificar los créditos vigentes 
correspondientes al servicio de la deuda pública para 
posibilitar la atención de los servicios financieros de la 
deuda pública correspondientes a comisiones, intereses 
y amortizaciones del presente ejercicio. Y, por su lado, 
fue oportuno además adecuar los créditos presupuesta-
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2. Competencia de la comisión

Aclarado lo anterior y de acuerdo con la naturaleza 
de la norma bajo análisis, cabe señalar que estamos 
en presencia de un decreto de necesidad y urgencia, 
dictado por el presidente de la Nación, en su condi-
ción de sujeto constitucionalmente habilitado para el 
ejercicio de las facultades previstas en el tercer párrafo 
del artículo 99, inciso 3°, de la Constitución Nacional.

La prerrogativa con que cuenta el titular del Po-
der Ejecutivo para la emisión de una disposición de 
carácter legislativo, exige que se verifique el control 
establecido por la Constitución Nacional y por la ley 
26.122, con el propósito de que esta Comisión Bica-
meral Permanente se expida –a través de un dictamen– 
acerca de la validez o invalidez del decreto, para que 
posteriormente dicho dictamen sea elevado al plenario 
de cada Cámara para su expreso tratamiento.

Este criterio que el constituyente reformador de 
1994 consagró y que luego el legislador perfeccionó, 
permite la emisión de decretos por parte del Poder Eje-
cutivo solamente cuando se verifiquen circunstancias 
excepcionales de necesidad y urgencia que demanden 
una inmediata solución legislativa que no implique de 
forma alguna retardo o postergación como pueden ser 
los plazos previstos por la Constitución para la forma-
ción y sanción de las leyes.  

Bajo tal inteligencia, como quedó dicho, el decreto 
de necesidad y urgencia debe ser sometido al control 
posterior de validez y legalidad del Poder Legislativo, 
en su condición de órgano constitucional representativo 
de la voluntad popular y cuya función propia y exclu-
siva es la sanción de leyes.

3. Objeto del decreto 1.053/2018

La decisión adoptada por el Poder Ejecutivo para 
readecuar y modificar el presupuesto 2018, puede re-
sumirse en los siguientes puntos: (i) recursos corrientes 
y de capital; (ii) fuentes financieras; (iii) aplicaciones 
financieras; (iv) gastos corrientes y de capital; (v) ser-
vicios de deuda pública; (vi) obligaciones a cargo del 
Tesoro; (vii) ministerios y órganos del Estado.

(i) Recursos corrientes y de capital
El total de recursos aumentaron en $ 255.960,6 

millones (los recursos corrientes aumentan en  
$ 255.910,0 millones y los recursos de capital en  
$ 50,5 millones). Así, se incorporan ingresos tribu-
tarios por $ 246.196,9 millones del Tesoro nacional 
por mayor recaudación de ganancias ($ 122.913,7 
millones), impuesto al valor agregado ($ 70.998,3 mi-
llones), comercio exterior ($ 83.821,8 millones), entre 
otros. También, se incorporaron recursos tributarios 
del Poder Judicial de la Nación por $ 3.418,6 millones 
(Fondo Nacional de la Justicia) y del Ministerio de 
Agroindustria por $ 3.154,3 millones con destino al 
INTA y al SENASA.

Asimismo, se incluyeron mayores ingresos por 
contribuciones a la seguridad social por $ 9.038,5 mi-

plurianual cuya realización es de imperiosa urgencia, 
modificando la planilla anexa A al artículo 11 de la ley 
de presupuesto. 

A la vez, fue adecuado autorizar ciertas obras de 
infraestructura vial e hídrica con impacto plurianual 
cuya realización es urgente, modificando la planilla 
anexa B al artículo 11 de la ley de presupuesto. Fue 
por ello también necesario modificar los montos 
autorizados con destino al financiamiento del ser-
vicio de la deuda y gastos no operativos. Y además 
sustituir la planilla anexa al artículo 32 de la ley de 
presupuesto.

Por su cuenta, cabe expresar que las reglas básicas 
de la licencia de distribución de gas fueron aprobadas 
por el decreto 2.255, del 2 de diciembre de 1992, en 
el marco de un régimen de tipo de cambio fijo. Las 
volatilidades de las variables financieras y del tipo 
de cambio que tuvieron lugar este año pusieron en 
evidencia aspectos no contemplados en el régimen 
previsto hace más de veinticinco (25) años en otro 
contexto.

En tal contexto, resultó preciso para el presidente 
que el Estado nacional asuma, con carácter excep-
cional, el pago de las diferencias diarias acumuladas 
mensualmente entre el valor del gas comprado por las 
prestadoras del servicio de distribución de gas natural 
por redes y el valor del gas natural incluido en los 
cuadros tarifarios entre el 1º de abril de 2018 y el 31 
de marzo de 2019, generadas exclusivamente por la 
variación del tipo de cambio y correspondientes a volú-
menes de gas natural entregados en ese mismo período. 
Por tanto, corresponde que, a partir del 1º de abril de 
2019, los proveedores de gas natural y las prestadoras 
del servicio de distribución de gas natural por redes 
prevean en sus contratos que en ningún caso podrá 
trasladarse a los usuarios que reciban servicio completo 
el mayor costo ocasionado por variaciones del tipo 
de cambio ocurridas durante cada período estacional.

En virtud de todo lo expuesto, es válido recordar 
que en el artículo 37 de la ley 24.156, se dispone 
que quedan reservadas al Congreso de la Nación las 
decisiones que afecten, entre otros, el monto total del 
presupuesto y el monto del endeudamiento previsto. 
Es así que por motivos referenciados y con el fin 
de evitar demoras en las acciones precedentemente 
referidas, resultó necesario y urgente disponer las 
adecuaciones antes descriptas correspondientes al 
ejercicio presupuestario 2018.

Asimismo, ante la falta de una rápida respuesta a los 
requerimientos presupuestarios, algunas jurisdicciones 
y entidades podrían verse perjudicadas debido a la 
falta de las pertinentes autorizaciones que se requieren 
para el normal desenvolvimiento de sus acciones, no 
pudiendo así atender los compromisos asumidos por 
ellas, corriendo el riesgo de paralizar el habitual y 
correcto funcionamiento del Estado nacional. En base 
a estos fundamentos es que se decidió la emisión del 
decreto 1.053/2018.
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por $ 35.154,7 millones para asistencia a servicios 
económicos. También, se incorporaron créditos para 
“Otras asistencias sociales al personal” por $ 10.000,0 
millones. Adicionalmente, aumentaron las trans-
ferencias a empresas públicas no financieras para 
financiar gastos de capital para Nucleoeléctrica S.A. 
(+ $ 1.115,0 millones) y los créditos para transferen-
cias a provincias para financiar gastos corrientes por 
$ 1.732,9 millones.

(vii) Ministerios y órganos del Estado
Ministerio de Trabajo, Empleo y Seguridad Social: 

se incrementaron los créditos en $ 51.190,3 millones 
con destino principalmente a ANSES para el pago 
de jubilaciones y pensiones $ 23.075,4 millones y 
asignaciones familiares por $ 19.900,0 millones. Adi-
cionalmente, se aumentó el presupuesto del Programa 
Transferencias y Contribuciones a la Seguridad Social 
y Organismos Descentralizados en $ 8.000,0 millo-
nes, de los cuales $ 5.000,0 se destinan al Instituto 
Nacional de Servicios Sociales para Jubilados y Pen-
sionados, y $ 3.000,0 millones para el financiamiento 
de los déficits de las cajas previsionales provinciales 
no transferidas.

Ministerio de Energía: se aumentó el presupuesto 
vigente en $ 37.123,9 millones con destino princi-
palmente a empresas privadas para subsidiar el con-
sumo de energía. Se reforzaron los créditos para los 
programas Formulación y Ejecución de la Política de 
Energía Eléctrica, principalmente, para Cammesa (+ 
$ 31.544,0 millones), y Formulación y Ejecución de 
Política de Hidrocarburos con destino a empresas de 
gas (+ $ 4.881,9 millones). Asimismo, aumentaron los 
créditos para la Comisión Nacional de Energía Atómica 
en $ 823,0 millones para gasto en personal por $ 520,0 
millones, bienes de uso $ 306,6 millones, entre otros.

Ministerio de Transporte: se aumentaron los créditos 
en $ 25.298,1 millones. En el SAF Central para el Pro-
grama Coordinación de Políticas de Transporte Vial con 
destino al Fondo Fiduciario de Sistema de Transporte 
(+ $ 9.821,0 millones) y para YPF, Shell, Pan American 
Energy por (+ $ 2.300,0 millones). También, se asigna-
ron créditos al Programa Modernización de la Red de 
Transporte Ferroviario (+ $ 2.607,5 millones).

Se reforzaron además los créditos para la Dirección 
Nacional de Vialidad por $ 10.479,5 millones esencial-
mente para los siguientes programas: Construcción de 
Autopistas y Autovías, Ejecución Obras de Rehabilita-
ción y Mantenimiento en Red por Sistema de Gestión 
Integral y Ejecución de Obras, Operación y Manteni-
miento en Corredores Viales.

Ministerio de Seguridad: se aumentó el presupuesto 
vigente en $ 8.674,7 millones. Se reforzaron los crédi-
tos de Gendarmería Nacional por $ 3.175,9 millones 
esencialmente para el pago de personal.

Se incorporaron créditos en la Caja de Retiros, Jubi-
laciones y Pensiones de la Policía Federal por $ 2.624,9 
millones para afrontar el pago de beneficios previsiona-

llones de la Administración Nacional de la Seguridad 
Social (ANSES) y de las respectivas cajas previsio-
nales de las Fuerzas Armadas y de Seguridad, y del 
Servicio Penitenciario Federal del Ministerio de Justi-
cia y Derechos Humanos. Por último, se incorporaron 
ingresos no tributarios por $ 711,5 millones, ingresos 
por venta de bienes y servicios por $ 804,5 millones, 
compensados por una disminución de las rentas de 
la propiedad por $ 841,3 millones (cfr. Asociación 
Argentina de Presupuesto y Administración Finan-
ciera Pública –ASAP–, informe sobre modificaciones 
presupuestarias 12/18, 16 de noviembre de 2018).

(ii) Fuentes financieras
Se incrementaron las fuentes financieras en 

$ 812.296,5 millones explicado principalmente 
por la obtención de préstamos del sector externo 
por 423.775,9 millones, la colocación de deuda por  
$ 177.639,9 millones y la disminución de otros acti-
vos financieros por $ 172.580,6 millones (cuentas a 
cobrar, inversiones transitorias y disponibilidades).

(iii) Aplicaciones financieras
Se autorizaron aumentos en las aplicaciones 

financieras por $ 649.652,3 millones. Por un lado, 
aumentaron los servicios de la deuda por $ 439.018,0 
millones, para cancelar, principalmente, amortizacio-
nes de la deuda en moneda extranjera y en moneda 
nacional a largo plazo y de préstamos del sector ex-
terno. También, se produjeron aumentos de activos 
financieros por $ 210.634,2 millones, explicados por 
un incremento de cuentas y documentos a cobrar y 
adquisición de títulos y valores.

(iv) Gastos corrientes y de capital
Los gastos corrientes se incrementaron en $ 405.390,6 

millones y los gastos de capital en $ 13.214,2 millones. 
En este sentido, aumentaron los servicios de la deuda y 
otros pasivos en $ 201.382,5 millones; transferencias en 
$ 183.191,6 millones; gastos en personal por $ 19.434,4 
millones; bienes de uso en $ 11.738,9 millones; bienes de 
consumo por $ 1.913,5 millones; servicios no personales 
por $ 969,0 millones, y se efectuó una disminución de 
inversiones financieras por $ 24,8 millones.

(v) Servicios de deuda pública
Se aumentó el presupuesto vigente en $ 201.068,1 

millones para el pago de servicios de la deuda en 
moneda extranjera en $ 136.650,8 millones; deuda en 
moneda nacional $ 50.033,3 millones e intereses por 
préstamos recibidos por $ 14.384,0 millones para el 
pago principalmente de intereses y comisiones.

(vi) Obligaciones a cargo del Tesoro
Se aumentaron las partidas de la jurisdicción en  

$ 65.540,0 millones. Se incrementan las transferencias 
a empresas públicas no financieras para financiar gas-
tos corrientes con destino a ENARSA (+ $ 14.117,6 
millones), Operador Ferroviario S.E. (+ $ 3.390,0 
millones) y al Programa Otras Asistencias Financieras 
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Ministerio de Producción: se aumentaron los 
créditos en $ 1.125,9 millones para los programas 
Financiamiento de la Producción y Definición de 
Políticas de Comercio Interior. Aumentaron, además, 
pero en menor medida, los presupuestos del INTI 
(+ $ 83,3 millones) y del Instituto Nacional de la 
Propiedad Industrial (+ $ 42,5 millones).

Poder Legislativo nacional: se reforzaron las partidas 
en $ 762,8 millones para atender gastos de personal 
del Senado de la Nación, Biblioteca del Congreso y 
Auditoría General de la Nación.

Además, se modificaron, en menor medida, los 
presupuestos vigentes del Ministerio de Agroindustria 
(+ $ 368,1 millones), Ministerio de Ciencia, Tecno-
logía e Innovación Productiva (+ $ 259,7 millones), 
Ministerio de Modernización (+ $ 225,0 millones), 
Ministerio de Justicia y Derechos Humanos (+ $ 166,1 
millones), entre otras.

4. Adecuación del decreto a los requisitos formales 
y sustanciales 

Es necesario destacar que el Poder Ejecutivo nacio-
nal ha dejado constancia en el último párrafo de los 
considerandos del decreto que la medida se dictó en 
virtud de las atribuciones emergentes del artículo 99, 
inciso 3°, de la Constitución Nacional.

Así entonces, es menester verificar que se cumpla 
con los recaudos formales y sustanciales para habilitar 
su procedencia.

a) Requisitos formales
El artículo 99, inciso 3°, de la Constitución Nacional 

establece una serie de requisitos de índole formal y 
sustancial para que se justifique el dictado de un de-
creto de necesidad y urgencia por parte del presidente 
de la Nación.

El primero de esos recaudos formales es que el de-
creto en cuestión sea decidido en acuerdo general de 
ministros, quienes deben refrendarlo junto con el jefe 
de Gabinete de Ministros. Este último funcionario, ade-
más, debe remitirlo al Congreso dentro de los diez días 
posteriores a la emisión del decreto, lo que constituye 
un segundo recaudo formal. 

Así entonces, el primer análisis de un decreto de 
necesidad y urgencia, a la hora de dictaminar acerca 
de su validez, debe ser el referido a los mencionados 
recaudos formales. Sólo luego de superado ese primer 
análisis o control, corresponde considerar la existencia, 
o no, de las circunstancias excepcionales igualmente 
previstas en la norma constitucional. 

En el caso particular, se verifica que el decreto de 
necesidad y urgencia 1053/2018 ha sido decidido y 
refrendado en acuerdo general de ministros juntamente 
con el jefe de Gabinete de Ministros, tal como surge 
del mensaje 23/18.

Asimismo, está acreditado que el decreto 1.053/2018 
fue remitido en tiempo y forma al Congreso, toda 
vez que el jefe de Gabinete de Ministros lo elevó a la 

les y se aumenta el presupuesto de la Prefectura Naval 
Argentina por $ 1.615,1 millones con destino a gasto en 
personal y al pago de jubilaciones y pensiones.

Ministerio de Desarrollo Social: se reforzaron las 
partidas por $ 7.499,1 millones con destino prin-
cipalmente a los programas proyectos productivos 
comunitarios (+ $ 4.162,3 millones) y aporte al 
empleo (+ $ 3.004,8 millones) que tienen como fin 
brindar ayuda social a personas.

Ministerio de Defensa: se incrementó el presupuesto 
vigente en $ 4.225,1 millones esencialmente para el 
Instituto de Ayuda Financiera para Pago de Retiros 
y Pensiones Militares para atención de beneficios 
previsionales.

Ministerio de Salud: se reforzaron las partidas 
en $ 2.585,6 millones para el Programa Prevención 
y Control de Enfermedades Inmunoprevenibles 
(+ $ 1.735,9 millones) y para el gasto en personal de 
las siguientes instituciones: Colonia Nacional “Doctor 
Manuel A. Montes de Oca” (+ $ 59,6 millones), Instituto 
Nacional de Rehabilitación Psicofísica del Sur “Doctor 
Juan Otimio Tesone” (+ $ 47,9 millones), Hospital 
Nacional en Red Especializado en Salud Mental y Adic-
ciones “Licenciada Laura Bonaparte” (+ $ 45,8 millo-
nes), Instituto Nacional Central Único Coordinador de 
Ablación e Implante (+ $ 33,3 millones), Administración 
Nacional de Laboratorios e Institutos de Salud “Doctor 
Carlos G. Malbrán” (+ $ 11,6 millones).

Ministerio del Interior, Obras Públicas y Vivienda: 
se ampliaron los créditos por $ 2.314,3 millones funda-
mentalmente para el Programa Asistencia Financiera a 
Provincias y Municipios, creado por decreto 836/2018, 
por $ 2.125,0 millones con el objeto de asistir financie-
ramente a las provincias y municipios que estuvieran 
ejecutando obras con financiamiento del entonces 
Fondo Federal Solidario. También, se reforzaron los 
créditos de la Dirección Nacional de Migraciones  
(+ $ 200,0 millones), Ente Nacional de Obras Hídricas 
de Saneamiento (+ $ 183,6 millones) compensados por 
una disminución de los créditos del Registro Nacional 
de las Personas (- $ 200,0 millones).

Ministerio de Educación: se amplió el presupuesto 
por $ 1.637,2 millones. Así, aumentaron los créditos 
para transferencias a universidades nacionales dentro 
del Programa Desarrollo de la Educación Superior 
por $ 4.348,0 millones. Este aumento se compensó 
con una disminución de créditos para los programas 
Infraestructura y Equipamiento (- $ 1.809,3 millones), 
Implementación de Plan Nacional de Educación Di-
gital (- $ 480,0 millones), Fortalecimiento Edilicio de 
Jardines (- $ 300,0 millones), entre otros. 

Ministerio de Relaciones Exteriores y Culto: se 
incrementaron los créditos en $ 1.547,2 millones que 
se destinan a atender gastos en personal.

Ministerio Público: se reforzaron las partidas 
en $ 1.224,6 millones esencialmente para atender 
gastos en personal de la Procuración General de la 
Nación y la Defensoría General de la Nación.
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Conforme se desprende de los objetivos que tuvo en 
miras el decreto de necesidad y urgencia 1.053/2018, 
resulta evidente la situación de gravedad y excepcio-
nalidad que justificó su emisión, pues si el presidente 
no ordenaba la medida que motivó la intervención de 
esta comisión, los sectores de la sociedad involucrados 
y aquellas más vulnerables que componen la misma 
habrían quedado desprotegidos. Y, a su vez, las jurisdic-
ciones, entidades y programas, podrían verse perjudi-
cadas debido a la falta de las pertinentes autorizaciones 
que se requieren para el normal desenvolvimiento de 
sus acciones. Además, las nuevas circunstancias del 
contexto internacional exigieron, de suyo, adoptar 
medidas urgentes para adecuar el nivel de ingresos y 
gastos y simultáneamente, acelerar la consolidación 
fiscal y no generar mayores desbalances.

En razón de lo expuesto se certifica que las cir-
cunstancias referenciadas que sustentaron la emisión 
del decreto, estuvieron ajustadas bajo estricto cum-
plimento de las pautas que exigen y surgen tanto de 
la jurisprudencia antes relevada, como de las normas 
en juego que reglamentan su procedencia. La medida 
ejecutiva dispuesta por el presidente de la Nación es 
un remedio razonable y eficaz para ello, pues esperar 
por los tiempos parlamentarios hubiese significado, a 
contrario sensu, un detrimento para los beneficiarios 
o destinatarios de los proyectos, para la estructura del 
Estado y, en definitiva, para todos los sectores sociales 
beneficiados por las asignaciones presupuestarias.

5. Imposibilidad de seguir los trámites ordinarios 
legislativos previstos en la Constitución Nacional 
para la formación y sanción de las leyes

Fundamentadas tanto la urgencia como la necesidad 
para el dictado del decreto 1.053/2018, corresponde 
aclarar por qué el trámite parlamentario para la forma-
ción y sanción de las leyes se hubiese presentado como 
una alternativa inconveniente para los derechos y ga-
rantías de los beneficiarios o destinatarios directos de 
las previsiones presupuestarias modificadas, y para el 
desarrollo y normal funcionamiento de las reparticiones 
ministeriales involucradas, como de los programas en 
desarrollo.

Tal como fuera reconocido por la Corte Suprema en 
el citado caso “Verrocchi”, la procedencia y admisibi-
lidad –en términos constitucionales– de los decretos de 
necesidad y urgencia obedece, entre otras cuestiones, 
a “que la situación que requiere la solución legislati-
va sea de una urgencia tal que deba ser solucionada 
inmediatamente, en un plazo incompatible con el que 
demanda el trámite normal de las leyes” (Fallos, 
322:1726, considerando 9°).

Ahora bien, sabido es que el “trámite normal de 
las leyes” cuenta con plazos que son muchas veces 
incompatibles con la urgencia que amerita la solución 
de una determinada situación. 

Así entonces, no podemos soslayar que una vez 
ingresado cualquier proyecto de ley en una u otra Cá-

consideración de esta Comisión Bicameral de Trámite 
Legislativo el 3 de diciembre de 2018. Tratándose de un 
plazo de días hábiles, cabe tener también por cumplido 
el envío del decreto en el plazo previsto en el artículo 
99, inciso 3°, de la Constitución Nacional.

b) Requisitos sustanciales
Ahora bien, para que la atribución del Poder Ejecu-

tivo de emitir disposiciones con contenido legislativo 
pueda ser legítimamente ejercida es necesario que 
existan “circunstancias excepcionales” que requieran 
pronto remedio y que sea “imposible seguir los trámites 
ordinarios previstos para la sanción de las leyes”.

De acuerdo con la previsión constitucional será 
por lo tanto necesario, en cada oportunidad en que el 
Congreso deba pronunciarse, determinar si han existido 
las circunstancias excepcionales y la imposibilidad de 
seguir los trámites ordinarios para la sanción de las 
leyes que justificarían y darían sustento al decreto de 
necesidad y urgencia de que se trate. 

Vale recordar, que en el célebre caso “Verrocchi” la 
Corte Suprema de Justicia, sostuvo que “para que el 
Poder Ejecutivo pueda ejercer legítimamente facultades 
legislativas que, en principio, le son ajenas, es necesaria 
la concurrencia de alguna de estas dos circunstancias: 
1) que sea imposible dictar la ley mediante el trámite 
ordinario previsto por la Constitución, vale decir, que 
las Cámaras del Congreso no puedan reunirse por 
circunstancias de fuerza mayor que lo impidan, como 
ocurriría en el caso de acciones bélicas o desastres 
naturales que impidiesen su reunión o el traslado de los 
legisladores a la Capital Federal; o 2) que la situación 
que requiere la solución legislativa sea de una urgen-
cia tal que deba ser solucionada inmediatamente, en 
un plazo incompatible con el que demanda el trámite 
normal de las leyes” (Fallos, 322:1726, 19/8/1999, 
considerando 9°).

Más adelante en el tiempo, en la causa “Risolía 
de Ocampo” la Corte Suprema avanzó un poco más 
en materia de validación constitucional de decretos 
de necesidad y urgencia al expresar que “uno de los 
requisitos indispensables para que pueda reconocerse 
la validez de un decreto como el cuestionado en el 
‘sublite’ es que éste tenga la finalidad de proteger los 
intereses generales de la sociedad y no de determinados 
individuos” (Fallos, 323:1934, 2/8/2000).

Por lo tanto, todo análisis razonable que pretenda 
validar un decreto de necesidad y urgencia debe 
efectuarse a la luz del texto constitucional y bajo las 
premisas interpretativas emanadas del tribunal cimero. 

En resumen, es harto sabido que la procedencia de 
los decretos de necesidad y urgencia debe justificarse 
a la luz de parámetros objetivos que permitan dilucidar 
si la medida adoptada obedece a una situación de ex-
cepcionalidad y urgencia o, por el contrario, se traduce 
en un acto de mera conveniencia. Lo primero está 
permitido a quien resulta ser el responsable político de 
la administración del país, lo segundo, no. 
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Nacional continuamente –y desde hace más de trece 
años– los decretos de necesidad y urgencia dictados por 
el Poder Ejecutivo nacional que tuvieron por objeto la 
modificación de las leyes de presupuesto.

Cabe recordar que de forma previa al dictado del 
presente decreto se emitieron otros tantos con el mismo 
carácter. 

Así entonces, se han emitido sucesivamente los 
decretos de necesidad y urgencia 869/2002, 435/2003, 
917/2004, 1.332/2004, 1.687/2004, 1.108/2007, 
1.856/2007, 1.472/2008, 1.801/2009, 1.798/2010, 
2.052/2010, 1.764/2011, 3.24/2011, 2.436/2012, 
2.609/2012, 1.170/2013, 1.757/2013, 2.287/2013, 
2.516/2014, 1.246/2014, 2.129/2014, 1.775/2015, 
2.585/2015, 737/2016, 797/2016, 975/2016, 1.244/2016 
y 595/2017.

El dictamen favorable de esta comisión respecto de 
los decretos de necesidad y urgencia que dispusieron 
modificaciones presupuestarias puede leerse, entre 
otras, en los órdenes del día 3.219/2007, 48/2007, 
1.003/2008, 881/2012, 880/2012, 929/2012, 178/2011, 
1.813/2012, 1.492/2013, 2.480/2013, 3.007/2013, 
11/2014, 1.768/2014, 329/2014, 1.627/2014, 
2.681/2015, 2.847/2015, 250/2016, y 1.013/2017.

De manera tal que es posible afirmar que existe 
una doctrina, elaborada y consagrada por el Congreso 
Nacional a lo largo de los últimos años, de acuerdo 
con la cual es válido que el Poder Ejecutivo nacional 
modifique la ley de presupuesto mediante decretos 
de necesidad y urgencia. Y que la evaluación de las 
circunstancias de hecho determinantes de la necesidad 
y urgencia es privativa de ese poder y, salvo casos 
excepcionales, corresponde que el Congreso acepte el 
resultado de esa ponderación realizada por el presidente 
de la Nación.

No puede haber dudas, en ese sentido, de que la 
interpretación auténtica del artículo 99, inciso 3, de la 
Constitución Nacional y de la ley 26.122, es la que rea-
liza esta Comisión de Trámite Legislativo, de acuerdo 
con la competencia que ambas normas le han asignado 
y en la medida, claro está, de que esa interpretación 
no sea modificada por el pleno de cualquiera de las 
Cámaras del Congreso o por los jueces de la Nación 
(posibilidad esta última que no se ha concretado, al 
menos hasta la fecha).

Al respecto también, hay otra cuestión referida a 
la interpretación de las tres clases de decretos que 
son regulados por la ley 26.122 y el criterio dinámico 
que han ido adoptando los integrantes de la Comisión 
Bicameral en particular y los legisladores en general 
para aceptar la validez de tales medidas.

Ese temperamento ha significado que la comisión 
interviniente tuviera una postura amplia y flexible para 
analizar y dictaminar los decretos traídos a su consi-
deración, desde su puesta en funcionamiento en 2006 
hasta la actualidad. Esta pauta interpretativa amplia, 
consolidada por esta comisión durante el transcurso 
de los años, posibilitó, por ejemplo, que la comisión 

mara y luego de asignado su tratamiento a la comisión 
o a las comisiones pertinentes previstas en los respec-
tivos reglamentos, deberá esperarse su tratamiento 
en reuniones de asesores, las eventuales consultas a 
especialistas sobre cuestiones técnicas de la propuesta 
legislativa, el debate en el marco de la comisión, las 
consideraciones que puedan surgir relacionadas a las 
objeciones que presenten los miembros de cada Cámara 
respecto a los giros de comisión dados al proyecto 
(artículo 90 del reglamento del Senado y artículo 1° 
de la resolución de la presidencia de la Cámara de Di-
putados del 21/10/1988) o por aquellas observaciones 
que se formulen a partir de la publicación del dictamen 
respectivo en el orden del día (artículo 113, reglamento 
de la Cámara de Diputados). 

A todos los plazos involucrados, deberán adicionarse 
finalmente los que correspondan a su tratamiento en las 
Cámaras, con las correspondientes pautas y procedi-
mientos que la Constitución dispone para la formación 
y sanción de las leyes (artículos 77 al 84).

En resumidas cuentas, la falta de previsión presu-
puestaria de los proyectos mencionados, los gastos 
corrientes de la administración nacional, y la atención 
urgente de la materia previsional, entre las demás cues-
tiones que se mencionan en la motivación del decreto, 
representaron para el presidente de la Nación una 
cuestión de grave urgencia cuya solución imponía que 
se adoptara inmediatamente una medida que remedie 
los perjuicios y las desventajas que significaban. Cuan-
do esta medida puede ser materializada por medio de 
una ley formal o un decreto de necesidad y urgencia, 
se erige aquella que más rápido subsane –dentro de 
los márgenes constitucionales– el derecho lesionado 
o postergado. Esperar por los trámites parlamentarios 
con sus correspondientes rigorismos formales, hubiese 
implicado privar de eficacia temporal a la solución 
legislativa para reparar los menoscabos de los sectores 
sociales y económicos damnificados, como también 
de los organismos del Estado que quedaron desajus-
tados en materia de presupuesto frente a las variables 
producidas en el contexto internacional adverso de los 
últimos meses.

En consecuencia, conforme al análisis de las circuns-
tancias fácticas esgrimidas, corresponde afirmar que el 
decreto 1.053/2018 constituye una eficaz y adecuada 
solución legislativa –de carácter urgente y excepcio-
nal– que busca garantizar la protección de los derechos 
e intereses de los sectores sociales.

6. Práctica institucional

En materia de decretos de necesidad y urgencia 
que responden a fines similares a los perseguidos con 
el decreto 1.053/2018, no podemos dejar de señalar 
otro aspecto de relevancia que hace también a la pon-
deración de los méritos que hemos considerado para 
consagrar, en esta comisión, su validación.

Nos referimos de ese modo a la práctica legislativa 
–de carácter constante– de controlar en el Congreso 



	 CÁMARA DE DIPUTADOS DE LA NACIÓN	 O.D. Nº 988	 9

senador Capitanich, reunión de comisión del 8 de 
noviembre 2006).

En definitiva, desde hace ya largo tiempo se mantie-
nen y fortalecen las mismas prácticas legislativas entre 
el Poder Ejecutivo y el Congreso Nacional que permi-
ten al primero modificar el presupuesto general de la 
Nación mediante decretos de necesidad y urgencia, tal 
como ha sucedido en el caso bajo análisis.

Por tales motivos y de acuerdo con la información 
relevada, no hay motivos suficientes para desconocer 
la validez del decreto analizado y sí los hay, en cambio, 
para declarar su validez.

7. Conclusión

Por los fundamentos expuestos, encontrándose 
cumplidos los requisitos formales y sustanciales 
establecidos en la Constitución Nacional en lo que 
respecta al dictado del decreto 1.053/2018, y siendo 
que la naturaleza excepcional de la situación planteada 
hacía imposible esperar por los trámites ordinarios 
previstos por la Constitución Nacional para la sanción 
de las leyes, y de conformidad con lo dispuesto en el 
artículo 10 de la ley 26.122, la comisión propone que se 
resuelva declarar expresamente la validez del decreto 
de necesidad y urgencia 1.053, del 15 de noviembre de 
2018, del Poder Ejecutivo nacional.
Decreto 1.053/2018

Pablo G. Tonelli.
Luis Petcoff Naidenoff. 

II

Dictamen de minoría

Honorable Congreso:
La Comisión Bicameral Permanente de Trámite 

Legislativo, prevista en los artículos 99, inciso 3, y 
100, incisos 12 y 13 de la Constitución Nacional y 
en la ley 26.122 ha considerado el expediente P.E.-
399-2018 referido al decreto de necesidad y urgencia 
1.053/2018 del Poder Ejecutivo nacional, publicado 
en el Boletín Oficial del 16 de noviembre de 2018, por 
medio del cual se modifica el presupuesto general de 
la administración nacional para el ejercicio 2018; y 
se establecen otras medidas de carácter financiero. En 
virtud de los fundamentos que se exponen en el infor-
me adjunto, se aconseja la aprobación del siguiente

Proyecto de resolución

El Senado y la Cámara de Diputados de la Nación

RESUELVEN:

Artículo 1º – Declarar la invalidez del decreto de ne-
cesidad y urgencia 1.053/2018, publicado en el Boletín 
Oficial del 16 de noviembre de 2018.

Art. 2º – Comuníquese al Poder Ejecutivo nacional.

dictaminara a favor de la validez de los decretos de 
necesidad y urgencia dictados por el Poder Ejecutivo 
aun cuando el Congreso Nacional se encontrara en 
período de sesiones ordinarias. Del mismo modo, per-
mitió que la comisión haya adoptado una interpretación 
válida sobre lo que es entendido como de “necesidad 
y urgencia” en el razonamiento de que tales requisitos 
son autosuficientes si se verifican en las circunstancias 
esgrimidas que motivaron al decreto en cuestión.

Este criterio amplio de interpretación fue afianzado 
por la Comisión Bicameral de Trámite Legislativo 
durante doce años de actuación ininterrumpida. Natu-
ralmente, la ponderación y actuación flexible que esta 
comisión mantuvo a lo largo de todo este tiempo al 
examinar y dictaminar sobre los decretos de necesidad 
y urgencia reviste entidad suficiente para que sea con-
siderada como una práctica tradicional que condiciona, 
salvo casos razonablemente excepcionales, una misma 
respuesta hermenéutica por parte de la comisión frente 
a reglamentos posteriores con contenidos similares o 
análogos. De esta manera, la práctica parlamentaria 
aseguraría un adecuado nivel de seguridad jurídica, 
de confianza legítima y, en determinados supuestos, 
de igualdad. 

Es pertinente señalar también que varios dictámenes 
de la comisión afirman la postura según la cual el crite-
rio para receptar y analizar los decretos de necesidad y 
urgencia debe ser el amplio. En efecto, se ha expresado 
como fórmula genérica y reiterativa que “es criterio de 
esta Comisión plantear un criterio amplio al analizar 
las circunstancias de carácter excepcional que operan 
como supuesto fáctico-jurídico-político que autoriza 
el empleo del instituto del decreto de necesidad y ur-
gencia” (véanse: órdenes del día 8/2007, 2.409/2007, 
1.438/2007, 1.452/2009, entre otras).

Incluso desde las iniciales opiniones de los miem-
bros de la comisión se receptaba la regla interpretativa 
amplia. En ese sentido, el presidente de aquellas pri-
meras reuniones sostenía que “nosotros mantenemos la 
filosofía y la columna vertebral esbozada en el discurso 
de la miembro informante y presidenta de la Comi-
sión de Asuntos Constitucionales, la doctora Cristina 
Fernández de Kirchner, que ha sido extremadamente 
meticulosa y abundante desde el punto de vista de los 
antecedentes institucionales históricos. Además, desde 
mi punto de vista, se trata de una valoración y una pon-
deración adecuada del análisis cuantitativo y cualitativo 
de los decretos de necesidad y urgencia. 

”En este sentido, nosotros consideramos que la 
utilización de un instrumento de estas características 
implica naturalmente un criterio amplio, no estricto 
o restrictivo”. Por eso “desde el punto de vista de la 
filosofía, entendemos que el uso de este tipo de ins-
trumentos como los decretos de necesidad y urgencia 
se realiza con un criterio interpretativo amplio, con 
el control de la Comisión Bicameral y con el funcio-
namiento adecuado del Congreso” (expresiones del 
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excepcionales hicieran imposible seguir los trámites 
ordinarios previstos por esta Constitución para la san-
ción de las leyes, y no se trate de normas que regulen 
materia penal, tributaria, electoral o el régimen de los 
partidos políticos, podrá dictar decretos por razones 
de necesidad y urgencia, los que serán decididos en 
acuerdo general de ministros que deberán refrendarlos, 
conjuntamente con el jefe de gabinete de ministros.

”El jefe de gabinete de ministros personalmente y 
dentro de los diez días someterá la medida a consi-
deración de la comisión bicameral permanente, cuya 
composición deberá respetar la proporción de las re-
presentaciones políticas de cada Cámara. Esta comisión 
elevará su despacho en un plazo de diez días al plenario 
de cada Cámara para su expreso tratamiento, el que de 
inmediato consideraran las Cámaras. Una ley especial 
sancionada con la mayoría absoluta de la totalidad de 
los miembros de cada Cámara regulará el trámite y los 
alcances de la intervención del Congreso.

“Capítulo Cuarto. Atribuciones del Congreso. Artícu-
lo 76: Se prohíbe la delegación legislativa en el Poder 
Ejecutivo, salvo en materias determinadas de adminis-
tración o de emergencia pública, con plazo fijado para 
su ejercicio y dentro de las bases de la delegación que 
el Congreso establezca.

”La caducidad resultante del transcurso del plazo 
previsto en el párrafo anterior no importará revisión de 
las relaciones jurídicas nacidas al amparo de las normas 
dictadas en consecuencia de la delegación legislativa”.

“Capítulo Quinto. De la formación y sanción de las 
leyes. Artículo 80: Se reputa aprobado por el Poder 
Ejecutivo todo proyecto no devuelto en el término de 
diez días útiles. Los proyectos desechados parcialmen-
te no podrán ser aprobados en la parte restante. Sin 
embargo, las partes no observadas solamente podrán 
ser promulgadas si tienen autonomía normativa y su 
aprobación parcial no altera el espíritu ni la unidad del 
proyecto sancionado por el Congreso. En este caso 
será de aplicación el procedimiento previsto para los 
decretos de necesidad y urgencia.

“Capítulo Cuarto. Del jefe de Gabinete y demás 
ministros del Poder Ejecutivo. Artículo 100: 

“12. Refrendar los decretos que ejercen facultades 
delegadas por el Congreso, los que estarán sujetos al 
control de la comisión bicameral permanente.

”13. Refrendar conjuntamente con los demás ministros 
los decretos de necesidad y urgencia y los decretos que 
promulgan parcialmente leyes. Someterá personalmente 
y dentro de los diez días de su sanción estos decretos a 
consideración de la Comisión Bicameral Permanente”.

La introducción de los institutos denominados “de-
cretos de necesidad y urgencia”, “facultades delegadas” 
en el nuevo texto constitucional de 1994, implica poner 
reglas a una situación de excepción y, por lo tanto, al 
estricto control que la Constitución Nacional le atribu-
ye al Congreso Nacional.

De acuerdo con las disposiciones pertinentes, este 
dictamen pasa directamente al orden del día.

Sala de la comisión, 19 de diciembre de 2018.

Marcos Cleri. – Máximo C. Kirchner. – 
Anabel Sagasti Fernández. – María T. 
González. – Daniel A. Lovera. – Guillermo 
Snopek.

 INFORME

I. Antecedentes y conceptualización
La Constitución Nacional, antes de la Reforma en 

1994, establecía en forma clara y terminante la doc-
trina de la separación de las funciones del gobierno, 
precisando uno de los contenidos básicos asignados a 
la forma republicana prevista en su artículo 1°.

La clásica doctrina de la división de los poderes, 
concebida por el movimiento constitucionalista como 
una de las técnicas más eficaces para la defensa de las 
libertades frente a los abusos gestados por la concen-
tración del poder y que fuera complementada con la 
teoría de los controles formulada por Karl Loewens-
tein, revestía jerarquía constitucional y era uno de los 
pilares elementales sobre los cuales se estructuraba la 
organización gubernamental de la Nación.

La Reforma Constitucional de 1994 dejó atrás la 
discusión doctrinaria y jurisprudencial que en el marco 
del paradigma instaurado por los constituyentes de 
1853/60 se planteaba.1

En procura de una regulación del poder atribuido al 
presidente de la Nación se establecieron mecanismos 
tendientes a resolver el uso y la instrumentación de tres 
decretos cuyas características han sido tipificadas en 
nuestra Constitución Nacional: a) los decretos de nece-
sidad y urgencia; b) los dictados en virtud de delegación 
legislativa; y c) los de promulgación parcial de las leyes.

Estos decretos han sido consagrados expresamente 
en los artículos 99, inciso 3; 76; 80 y 100, incisos 12 y 
13 de la Constitución Nacional.

El artículo 99 en su parte pertinente establece:
“Capítulo Tercero. Atribuciones del Poder Ejecu-

tivo. Artículo 99: El Presidente de la Nación tiene las 
siguientes atribuciones: […]

”3. Participa de la formación de las leyes con arreglo 
a la Constitución, las promulga y hace publicar. El 
Poder Ejecutivo no podrá en ningún caso bajo pena de 
nulidad absoluta e insanable, emitir disposiciones de 
carácter legislativo. Solamente cuando circunstancias 

1  Joaquín V. González se pronunciaba a favor de la 
constitucionalidad de los decretos de necesidad y urgencia 
siempre que ellos sean sometidos a consideración del Ho-
norable Congreso de la Nación. Manual de la Constitución 
Argentina, 1890.

En una postura distinta, se ubica Linares Quintana, siguien-
do el criterio ortodoxo de que lo que no está previsto en la 
ley no se puede hacer.
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Conforme la vinculación o relación de los regla-
mentos con las leyes, los primeros se clasifican según 
la doctrina en ejecutivos, autónomos, delegados y de 
necesidad o urgencia.

Los reglamentos ejecutivos o decretos reglamenta-
rios son los que dicta el Poder Ejecutivo en ejercicio 
de las facultades atribuidas por el artículo 99, inciso 2 
de la Constitución Nacional, para asegurar o facilitar la 
aplicación o ejecución de las leyes, regulando detalles 
necesarios para el mejor cumplimiento de las leyes y 
de las finalidades que se propuso el legislador.

Por su parte, el dictado de reglamentos autónomos 
o independientes corresponde, en principio, al Poder 
Ejecutivo de acuerdo a la distribución de funciones que 
realiza la Constitución Nacional, la cual, en su artículo 
99, inciso 1, le atribuye responsabilidad política por la 
administración general del país.

Marienhoff afirma que el reglamento autónomo es 
dictado por el Poder Ejecutivo en materias acerca de las 
cuales tiene competencia exclusiva de acuerdo a textos 
o principios constitucionales. Sostiene que así como 
existe una zona de reserva de la ley que no puede ser 
invadida por el poder administrador, también hay un 
ámbito de competencias, reservado a la administración 
en la cual el Poder Legislativo no puede inmiscuirse, 
como consecuencia del principio de separación de los 
poderes.

Con la Reforma Constitucional de 1994 quedó supe-
rado el debate doctrinario respecto de los reglamentos 
delegados,2 al contemplar expresamente la delegación 
legislativa en el artículo 76.

En dicha norma constitucional, si bien genérica-
mente se prohíbe la delegación legislativa en el Poder 
Ejecutivo seguidamente se la admite respecto de dos 
materias determinadas: a) de administración; y b) de 
emergencia pública.

Tal y como se ha expuesto ut supra, hasta la Reforma 
Constitucional de 1994, también se debatía en doctrina 
acerca de la validez constitucional de los denominados 
reglamentos de necesidad y urgencia.3

Mientras un sector, encabezado por los administra-
tivistas, se inclinaba por su validez constitucional y 
recibía el apoyo de la realidad jurisprudencial aunque 
dentro de ciertos límites, otra corriente doctrinaria 
entendía que resultaban violatorios del sistema de la 
Constitución de 1853/60 por considerar, sustancial-

2   Se sostenía que el Congreso no podía delegar sus atri-
buciones al Poder Ejecutivo.

3   Miguel Á. Ekmekdjian (en su obra Manual de la Cons-
titución Argentina, Buenos Aires, Depalma, 1997) entiende 
que no es correcto llamar a estas normas reglamentos, puesto 
que son normas de sustancia legislativa y no obstante ello, 
son dictadas por el Poder Ejecutivo nacional, y adopta la 
denominación de “decretos-leyes” al referirse a este tipo de 
instrumentos.

Sin embargo ella no ha previsto el trámite ni los 
alcances de la intervención del Congreso sino que lo 
ha dejado subordinado a una ley especial.

La ley  26.122 sancionada el 20 de julio de 2006 
regula el trámite y los alcances de la intervención del 
Congreso respecto de los decretos que dicta el Poder 
Ejecutivo nacional: a) De necesidad y urgencia b) por 
delegación legislativa y c) de promulgación parcial 
de leyes.

El título II de la ley 26.122 establece el régimen 
jurídico y la competencia de la comisión bicameral 
permanente y, en su artículo 5º, precisa que ella 
estará integrada por ocho (8) diputados y (8) senado-
res, designados por el presidente de sus respectivas 
Cámaras.

En este sentido, a propuesta de los respectivos blo-
ques de las Cámaras, los presidentes de la Honorable 
Cámara de Senadores y de la Honorable Cámara de 
Diputados de la Nación han emitido los instrumentos 
legales correspondientes, designando a los señores 
senadores y diputados miembros, integrando formal-
mente la Comisión.

En conclusión, al supuesto fáctico lo precede un 
supuesto institucional complejo que se compone de la 
existencia de un sistema de división de poderes o de 
funciones de distintos órganos y con un procedimiento 
de elaboración de leyes. Si no existen estos anteceden-
tes, no se dará la posibilidad de existencia del decreto 
de necesidad y urgencia.

Es menester señalar que los reglamentos cons-
tituyen fuentes del derecho para la administración 
pública, aun cuando proceden de ella misma, ya que 
integran el bloque de legalidad, al cual los órganos 
administrativos deben ajustar su cometido. Desde el 
punto de vista cuantitativo, constituyen la fuente de 
mayor importancia del derecho administrativo, habida 
cuenta de que no sólo son emitidos por el Poder Eje-
cutivo, sino también por los demás órganos y entes 
que actúan en su esfera.

Conforme la terminología utilizada por la Ley Na-
cional de Procedimientos Administrativos (LNPA), los 
reglamentos se denominan también actos de alcance o 
contenido general.

En el orden nacional, los reglamentos pueden prove-
nir de la administración, de la legislatura o del Poder 
Judicial, ya que las normas de carácter general dictadas 
por el Congreso o por los organismos judiciales, sin el 
carácter formal de las leyes o sentencias, son también 
reglamentos, sujetos, en principio, al mismo régimen 
jurídico que los dictados por la Administración.

La sustancia de un acto de alcance general de conte-
nido normativo, que integra el ordenamiento jurídico, 
es la del “reglamento”, con independencia del órgano 
o ente estatal que lo produzca, siendo indiferente desde 
el punto de vista jurídico la utilización de distintos 
términos.
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formales: a) la firma del señor jefe de Gabinete de 
Ministros y b) el control por parte de la comisión bi-
cameral permanente. En igual sentido, el artículo 99, 
inciso 3, referido a las atribuciones del Poder Ejecutivo 
en el dictado de los decretos de necesidad y urgen-
cia, permite inferir como requisitos sustanciales que 
habilitan dicha vía que “…no se trate de normas que 
regulen materia penal, tributaria, electoral o el régimen 
de los partidos políticos [...] los que serán decididos en 
acuerdo general de ministros que deberán refrendarlos, 
conjuntamente con el jefe de gabinete de ministros”.

Asimismo, se encuentra cumplido el otro requisito 
formal referido al control por parte de esta Comisión, 
en virtud de lo cual se eleva el despacho pertinente de 
conformidad con lo establecido en el artículo 10 de la 
ley 26.122.

La posición adoptada por la comisión tiene funda-
mento en el artículo 82 de la Constitución Nacional que 
establece: “La voluntad de cada Cámara debe manifes-
tarse expresamente; se excluye, en todos los casos, la 
sanción tácita o ficta” y en el principio de seguridad 
jurídica que exige que se mantenga la vigencia de los 
decretos de necesidad y urgencia hasta tanto estos sean 
derogados formalmente por el Congreso.6

Por lo tanto, desde el punto de vista formal, la norma 
cumple con los requisitos exigidos: fue decidido en 
acuerdo general de ministros, refrendado conjuntamente 
con el jefe de Gabinete de Ministros (artículo 99, inciso 
3°, tercer párrafo de la Constitución Nacional) y remiti-
do a la comisión dentro del plazo previsto (artículo 99, 
incio 3°, cuarto párrafo, de la Constitución Nacional).

2. Aspectos sustanciales
Desde la perspectiva sustancial, es pertinente dete-

nerse en la concurrencia del presupuesto habilitante 
comtemplado en la Ley Fundamental para el dictado 
de un decreto de necesidad y urgencia, esto es, la 
presencia de circunstancias excepcionales que hagan 
imposible seguir los trámites ordinarios previstos por 
la Constitución para la sanción de las leyes.

Conforme la postura desarrollada por Germán Bidart 
Campos, la “necesidad” es algo más que conveniente, 
en este caso, parece ser sinónimo de imprescindible. 
Se agrega “urgencia”, y lo urgente es lo que no puede 
esperar. “Necesario” y “urgente” aluden, entonces, a 
un decreto que únicamente puede dictarse en circuns-
tancias excepcionales en que, por ser imposible seguir 
con el procedimiento normal de la sanción de las leyes, 
se hace imprescindible emitir sin demora alguna el 
decreto sustantivo.

6  Esta posición ha sido sostenida por autores como Bidart 
Campos y Pérez Hualde, entre otros, quienes han señalado 
que ni siquiera una ley que reglamente el trámite y alcance de 
la intervención del Congreso podrá prescribir que el silencio 
implique la aprobación tácita del decreto de necesidad y 
urgencia.

mente, que afectaban el principio de la división de los 
poderes.4

Entre los antecedentes en derecho comparado más 
antiguos se encuentran la presencia de estos instrumen-
tos en la Carta de Restauración Francesa y en la Ley 
Fundamental de Prusia de 1850.

Asimismo, son numerosas las constituciones euro-
peas que han contemplado la posibilidad de existencia 
de aquellas situaciones extraordinarias de necesidad 
y urgencia, estableciéndolas en sus textos en forma 
expresa, tales como la Constitución de la República 
Española y en Sudamérica, las constituciones de Brasil, 
Colombia y Perú, entre otras.

En este orden de ideas, es criterio de esta comisión 
plantear un razonamiento acabado al analizar las cir-
cunstancias de carácter excepcional que operan como 
supuesto fáctico-jurídico-político que autoriza el em-
pleo del instituto del decreto de necesidad y urgencia.

En este sentido, éste es el marco fáctico en el cual la 
Convención Constituyente de 1994 introdujo los decre-
tos de necesidad y urgencia en la Constitución Nacional 
Argentina, receptados en el artículo 99, inciso 3.

La norma precitada establece como presupuesto para 
dictar decretos de necesidad y urgencia: la existencia de 
“circunstancias excepcionales” que “hacen imposible 
recorrer el procedimiento legislativo”.5

II. Análisis de los requisitos formales y sustanciales

Se somete a dictamen de esta comisión el decreto 
del Poder Ejecutivo 1.053/2018 dictado el 15 de no-
viembre del corriente y publicado en el Boletín Oficial 
el día 16 del mismo mes, mediante el cual se modifica 
el presupuesto general de la administración nacional 
para el ejercicio 2018, además de otras medidas de 
carácter financiero.

1. Aspectos formales
La ley 26.122, en el título III, capítulo I referido a 

los decretos de necesidad y urgencia, establece que: 
“La Comisión Bicameral Permanente debe expedirse 
acerca de la validez o invalidez del decreto y elevar el 
dictamen al plenario de cada Cámara para su expreso 
tratamiento. El dictamen debe pronunciarse sobre la 
adecuación del decreto a los requisitos formales y 
sustanciales establecidos constitucionalmente para su 
dictado”.

La lectura del artículo 100, inciso 13, de la Cons-
titución Nacional permite distinguir como requisitos 

4   Ekmekdjian se encuentra ente quienes defienden la 
inconstitucionalidad de los llamados reglamentos de nece-
sidad y urgencia, fundando su postura en la afectación del 
principio de división de poderes, y olvidando conforme al 
criterio de esta comisión el verdadero origen de la teoría de 
frenos y contrapesos elaborado por Montesquieu y adoptada 
por nuestra Constitución histórica 1853/60. 

5   Bidart Campos, Germán, Tratado elemental de dere-
cho constitucional argentino, Buenos Aires, EDIAR, 1995, 
tomo VI.
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vuelve fundamental para la democracia, pues tiende a 
la consecución de acuerdos, conduce a que nos acer-
quemos a una idea más pluralista respecto a la voluntad 
popular. Al quedar agrupados en sectores la totalidad 
de los ciudadanos, brota la posibilidad de deliberación, 
negociación y acuerdo para la formación de la voluntad 
colectiva por medio de la conformación de las mayo-
rías, en la deliberación entre mayorías y minorías, y 
en la posibilidad del surgimiento de posibles alianzas.

Asimismo, corresponde descartar criterios de mera 
conveniencia ajenos a circunstancias extremas de nece-
sidad, puesto que la Constitución Nacional no habilita 
a elegir discrecionalmente entre la sanción de una ley 
o el dictado de un decreto de necesidad y urgencia. La 
referencia a una situación de urgencia no puede cons-
tituir una afirmación meramente dogmática como para 
justificar por sí la emisión de disposiciones de carácter 
legislativo. Deben además descartarse situaciones de 
emergencia ya tratadas por el legislador con anteriori-
dad y donde ya fijó una determinada pauta.

Según Gordillo, la Constitución Nacional no innova 
en cuanto a la causa habilitante de competencia legis-
lativa en el Poder Ejecutivo, que siempre debe ser una 
real emergencia pública en la sociedad: no basta con 
invocarla, debe existir verdaderamente y ser susceptible 
de comprobación jurisdiccional. La admisibilidad del 
reglamento de necesidad y urgencia es excepcional.

Prosiguiento el autor destaca que: “La Constitución 
de 1994 mantiene, como regla, la prohibición de que el 
Poder Ejecutivo emita disposiciones de carácter legis-
lativo. Ello ha motivado que –como lo ha sostenido en 
un interesante voto la jueza Argibay–, los reglamentos 
de necesidad y urgencia padezcan de presunción de 
incontitucionalidad, presunción que sólo puede ser aba-
tida por quien demuestre que al momento de su dictado 
estaban reunidas las condiciones constitucionalmente 
exigidas al efecto”.9

La norma constitucional precitada establece como 
presupuesto para dictar decretos de necesidad y ur-
gencia: la existencia de “circunstancias excepciona-
les” que “hacen imposible recorrer el procedimiento 
legislativo”.10 Pues bien, debe tratarse de una situación 
de carácter extraordinario o excepcional, esto es, un 
hecho no habitual, imprevisible o difícilmente previ-
sible, que impida cumplir con el trámite parlamentario.

Es menester señalar que el convencional Raúl Alfon-
sín ha señalado que las circunstancias excepcionales 
suponen la existencia de una emergencia significativa 
y necesidad súbita que imposibilite que los cometidos 
estatales se cumplan por los medios ordinarios del 
procedimiento legislativo.11

9  Gordillo, Agustín, Tratado de derecho administrativo y 
obras selectas, tomo I, capítulo VII. FDA 2013.

10  Bidart Campos, Germán, Tratado elemental de dere-
cho constitucional argentino, Buenos Aires, EDIAR, 1995, 
tomo VI.

11  Convención Nacional constituyente, Ministerio de 
Justicia de la Nación, p. 2729.

En tal sentido, el decreto en análisis, luego de alu-
dir a las razones referidas más arriba, señala: “Que la 
urgencia en la adopción de la presente medida hace 
imposible seguir los trámites ordinarios previstos por 
la Constitución Nacional para la sanción de las leyes”.

Superado este debate doctrinario, el dictado del 
Poder Ejecutivo de normas de rango legislativo so 
pretexto de la existencia de una situación de hecho que 
impide el pronunciamiento por parte del órgano al cual, 
según la Constitución, le corresponde actuar, no es un 
fenómeno novedoso para el derecho político.

Es menester señalar que de la letra del artículo 99, 
inciso 3° de la Constitución Nacional transcripto re-
cientemente, surge que el Poder Ejecutivo no podrá en 
ningún caso, bajo pena de nulidad absoluta e insanable 
emitir disposiciones de carácter legislativo. Solamente 
cuando circunstancias excepcionales hicieran impo-
sible seguir los trámites ordinarios previstos por la 
Constitución para la sanción de las leyes y no se tratare 
de las materias excluidas, podrá dictar decretos por 
razones de necesidad y urgencia.

La Corte Suprema de Justicia de la Nación ha 
interpretado en los casos “Verrocchi”7, “Cooperativa 
del Trabajo Fast Limitada” y en “Consumidores Ar-
gentinos” que, para que el presidente pueda ejercer 
legítimamente facultades legislativas, que en principio 
le son ajenas, es necesaria la concurrencia de alguna 
de estas dos circunstancias: a) que sea imposible dictar 
la ley mediante el trámite ordinario previsto por la 
Constitución Nacional, vale decir, que las Cámaras 
del Congreso no puedan reunirse por circunstancias 
de fuerza mayor que lo impidan, como ser acciones 
bélicas o desastres naturales que impidiesen la reunión 
o traslado de los legisladores; b) que la situación que 
requiere solución legislativa sea de una urgencia tal 
que deba ser inmediata, en un plazo incompatible con 
el que demanda el trámite normal de las leyes.

De esto se desprende que el Poder Ejecutivo no 
podría dictar un decreto de necesidad y urgencia ante 
el rechazo de un proyecto de ley por el Congreso, ante 
la falta de acuerdo de los bloques para su tratamiento 
o ante la falta de quórum para sesionar.

Por caso, Comadira ha señalado que: “la sola impo-
sibilidad política, en tanto derivación de la carencia, 
por el gobierno, de quórum o mayorías propias para 
imponer sus criterios, no puede, por eso, ser, por sí 
sola, razón justificante del empleo del decreto, porque 
debe concurrir siempre la necesidad de resolver, con 
urgencia y eficazmente, la situación planteada”.8

En un parlamento con representación por medio 
de los partidos políticos, todo el procedimiento parla-
mentario con sus controversias, discursos y réplicas se 

7  “Verrocchi, Ezio D. c/Administración Nacional de 
Aduanas”, CS, 199/08/19, Fallos, 322:1726, La Ley, 1999-
E,590.

8  Comadira, Julio R.: “Los decretos de necesidad y ur-
gencia en la reforma constitucional”. La Ley 1995-B, 825.
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tiene disposiciones de las cuales algunas se verifican como 
idóneas de ser consideradas de necesidad y urgencia, y en 
otras no se observan los mismos requisitos sustanciales 
especificados en la Constitución Nacional. En virtud de la 
naturaleza indivisible que ostentan esta clase de actos jurí-
dicos, en el caso de declarar valido el decreto en cuestión 
se estaría actuando correctamente respecto de aquellas 
prescripciones en las que el presupuesto constitucional se 
manifiesta, al tiempo que se estaría consintiendo que el 
Poder Ejecutivo dicte disposiciones de carácter legislativo 
que la constitución no permite.

Esta circunstancia puede causar que en ocasiones, el 
Poder Ejecutivo se vea tentado a incorporar en un mismo 
decreto medidas en las que se justifica la necesidad y 
urgencia, mezcladas con otras que perfectamente pueden 
seguir los cauces ordinarios de la formación de las leyes, 
sin necesidad alguna de incluirlas en un mismo texto legal, 
a la expectativa de que los legisladores acaben validando 
el decreto, para no defraudar legítimas expectativas que 
distintos actores sociales puedan tener al respecto.

Sin embargo, el texto mandatorio en este caso, que es el 
articulo 99, inciso 3 de la Constitución no permite a esta 
Comisión Bicameral de Trámite Legislativo tal interpre-
tación elástica, ya que el sentido ultrarrestrictivo en la ex-
cepcionalidad de que el Poder Ejecutivo emita disposicio-
nes de carácter legislativo, tal como se ha expresado supra, 
no ofrece lugar a dudas; y por lo tanto, la interpretación de 
los casos particulares debe ser también en ese sentido a fin 
de tutelar plenamente las expectativas del constituyente, 
máximo cuando no obra impedimento alguno para que el 
Poder Ejecutivo emita distintos decretos para referirse a 
las situaciones concretas que lo ameritan.

Este decreto 1.053/2018 establece en su artículo 7° que 
el Estado asume la obligación de compensar a empresas 
distribuidoras de gas natural por redes por aquellas dife-
rencias –puede entenderse pérdidas– verificadas en el giro 
natural de su negocio, que tengan origen exclusivamente 
en las variaciones del tipo de cambio, todo ello por el 
período entre el 1° de abril de 2018 el 31 de marzo de 
2019. Para hacer efectiva esta compensación, se prevee 
el pago de 30 cuotas mensuales consecutivas a partir del 
1° de octuibre de 2019.

Resulta difícil considerar que existe necesidad y urgen-
cia en una medida que contempla un plazo retroactivo tan 
extenso y cuya prestación efectiva en favor de los sujetos 
beneficiados comenzara en el mes de octubre del año 
entrante, y mucho menos puede observarse una impo-
sibilidad de que esta iniciativa siga el curso ordinario de 
formación de las leyes, y sea debatido y consensuado por 
las comisiones y los plenos de las cámaras parlamentarias. 
Tampoco puede admitirse la existencia de algún tipo de 
urgencia económica en empresas que prestan un servicio 
de vital importancia para la vida diaria, que pudiese 
poner en peligro la continuidad de la prestación, ya que 
estamos ante uno de los sectores que más han aumentado 
su volumen de negocios, con incrementos que desde la 
perspectiva del usuario han llegado a la insólita cifra del 
3.000 %.

Respecto a los incrementos en las partidas presupues-
tarias de los distintos sectores de la administración, puede 

La sanción de un decreto de necesidad y urgencia, 
que no reúne los requisitos previstos por nuestra Cons-
titución Nacional, pone en el debate de primer nivel la 
importancia del principio de seguridad jurídica, sobre 
el cual se asienta nuestro sistema de gobierno repre-
sentativo, republicano y federal. Es éste un principio 
esencial del derecho, pero también una garantía dada 
al habitante por el Estado, de modo de asegurar que· 
sus derechos o las situaciones jurídicas preexistentes 
no serán modificados sino por caminos legales esta-
blecidos y fundados constitucionalmente. Esta norma 
genera una situación de inseguridad jurídica que debe 
ser resaltada especialmente.

Mediante el decreto de necesidad y urgencia  
1.053/2018 bajo análisis, el Poder Ejecutivo nacional 
introdujo una serie de modificaciones al presupuesto 
general de la administración nacional para el ejercicio 
2018, además de otras medidas de carácter financiero, 
como ser la constitución de aplicaciones financieras 
gratuitas en favor del Tesoro nacional por parte de 
distintas jurisdicciones. Por otra parte, el artículo 7° 
establece el deber por parte del Estado nacional de 
compensar a las empresas prestadoras de la distribución 
de gas por redes de aquellas diferencias diarias entre 
el valor del gas comprado por éstas y el valor del gas 
incluido en los cuadros tarifarios vigentes entre el 1° 
de abril de 2018 y el 31 de marzo de 2019, generadas 
exclusivamente por variaciones del tipo de cambio.

Un análisis liminar del contenido de este decreto, 
nos lleva a observar que varias materias de distinta 
naturaleza que han sido incluidas en un solo acto jurí-
dico inescindible, como lo es un decreto de necesidad 
y urgencia, el cual sólo puede ser declarado válido o 
inválido por esta Comisión Bicameral Permanente de 
Trámite Legislativo, el órgano que da inicio a la inter-
vención del Congreso en el examen y control de estos 
decretos, tal cual estipula la Constitución Nacional.

Esta situación resulta a las claras un obstáculo a la 
consideración de validez de un decreto, por el hecho 
de ser la situación de necesidad y urgencia requerida 
por la Constitución una característica de hecho que se 
verifica en la realidad y no una mera categoría jurídica 
autorreferente. Es por eso que a esta comisión le toca 
apreciar si la situación de necesidad y urgencia invo-
cada por el Poder Ejecutivo como fundamento para 
el dictado de un decreto se corresponde o no con la 
realidad de las cosas.

Es por eso que resulta de elemental lógica que 
mientras más abarcativo de materias y situaciones sea 
un decreto de necesidad de urgencia, menos chances 
tiene de ser válido, por el hecho de que son más las dis-
tintas circunstancias donde se deba apreciar y verificar la 
existencia de necesidad y urgencia, concepto que, por su 
propia naturaleza, alude a situaciones excepcionales. Esto 
no impide, claro, que un decreto de estas características 
pueda ser válido, pero es importante realizar esta salvedad 
como adelanto de un principio interpretativo rector.

En este sentido, cabe preguntarse qué solución cabe en 
un caso en el que un decreto de necesidad y urgencia con-
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100, inciso 13 de la Constitución Nacional y por la ley 
26.122, a fin de comunicarle el dictado del decreto de 
necesidad y urgencia 1.053 del 15 de noviembre de 
2018, que se acompaña.

Marcos Peña.
Nicolás Dujovne.

Buenos Aires, 15 de noviembre de 2018.

Visto el expediente EX-2018-58077544-APN-
DGD#MHA, la ley 27.431 de Presupuesto General 
de la Administración Nacional para el ejercicio 2018 
y la decisión administrativa 6 de fecha 12 de enero de 
2018, y

Considerando:
Que durante este año se observó un nuevo contexto 

internacional que implicó una mayor volatilidad de 
las variables financieras, del tipo de cambio y de los 
índices de precios tomados en cuenta al elaborar el 
presupuesto general de la administración nacional para 
el ejercicio 2018.

Que las nuevas circunstancias exigen adoptar medi-
das urgentes para adecuar el nivel de ingresos y gastos 
y simultáneamente, acelerar la consolidación fiscal y 
no generar mayores desbalances.

Que las medidas que se adoptan permiten alcanzar la 
meta fiscal de 2018 equivalente a un déficit primario de 
dos coma siete por ciento (2,7 %) del Producto Interno 
Bruto (PIB).

Que, en ese entendimiento, resulta necesario adecuar 
el presupuesto vigente para incrementar los créditos 
presupuestarios destinados a atender los haberes del 
personal de la administración pública nacional.

Que, dado el nuevo marco y su impacto en el ré-
gimen de movilidad, resulta necesario incrementar 
el presupuesto de la Administración Nacional de la 
Seguridad Social (ANSES), organismo actuante en el 
ámbito del Ministerio de Salud y Desarrollo Social, 
con el objeto de hacer frente al pago de prestaciones 
previsionales y de las asignaciones familiares.

Que también resulta necesario incrementar los cré-
ditos del Programa 23 - pensiones no contributivas.

Que por la resolución 864 del Ministerio de Justicia 
y Derechos Humanos del 28 de septiembre de 2018 se 
incrementó el haber mensual del personal del Servicio 
Penitenciario Federal.

Que por la resolución 546 del 29 de junio de 2018 
del Ministerio de Seguridad se incrementó el haber 
mensual del personal de la Policía Federal Argentina, 
de la Gendarmería Nacional y de la Prefectura Naval 
Argentina.

Que por la resolución conjunta 2 del Ministerio de 
Defensa y del Ministerio de Hacienda del 29 de junio 
de 2018 y su modificatoria se incrementó el haber 
mensual del personal militar de las Fuerzas Armadas.

Que por efecto de las citadas medidas se recom-
ponen en forma directa los haberes de los jubilados, 

observarse en la mayoría de los casos que el incremento 
porcentual respecto del presupuesto original que otorga 
este decreto 1.053, es mucho menor al porcentaje aún no 
ejecutado, estando a días de finalizar el actual ejercicio. 
Por este motivo, no surge apariencia de necesidad y ur-
gencia alguna derivada de un descalabro presupuestario 
manifiesto.

Esta situación lleva a pensar que un acertado manejo 
del presupuesto vigente puede conducir al Poder Ejecutivo 
a solucionar las dificultades que invoca en los consideran-
dos del decreto, más aún cuando posee herramientas de 
gobernanza presupuestaria tales como la que establece el 
artículo 37 de la ley 24.156, de administración financiera 
y de los sistemas de control del sector público nacional, 
que fuera modificado por la ley 27.342 de noviembre de 
2016, la· cual autoriza al jefe de Gabinete de Ministros a 
realizar las reestructuraciones presupuestarias que consi-
dere necesarias dentro de los límites establecidos. Estos 
topes son del orden de “ ...cinco por ciento (5 %) para el 
ejercicio 2018 y siguientes, del monto total aprobado por 
cada ley de presupuesto, y el quince por ciento (15 %) 
del presupuesto aprobado por finalidad, cuando se trate 
de incrementos de gastos corrientes en detrimento de 
gastos de capital...”.

En base a las consideraciones anteriores, puede llegarse 
a la firme conclusión de que el decreto 1.053/2018 que 
nos ocupa, no posee los requisitos sustanciales que la 
Constitución Nacional exige para su validez, los cuales 
son la imposibilidad de seguir los trámites ordinarios para 
la formación de las leyes y la existencia de razones de 
necesidad y urgencia.

IV. Conclusión
En base a las consideraciones anteriores, puede 

llegarse a la firme conclusión de que el decreto 
1.053/2018 que nos ocupa, no posee los requisitos 
sustanciales que la Constitución Nacional exige para 
su validez, los cuales son la imposibilidad de seguir los 
trámites ordinarios para la formación de las leyes y la 
existencia de razones de necesidad y urgencia.

En consecuencia, la comisión propone que se re-
suelva declarar expresamente la invalidez del decreto 
del Poder Ejecutivo nacional 1.053 dictado el 15 de 
noviembre de 2018 y publicado el 16 de noviembre 
del mismo año.

Decreto 1.053/2018.

Marcos Cleri.

ANTECEDENTE

Mensaje del Poder Ejecutivo

Buenos Aires, 3 de diciembre de 2018.

A la Comisión Bicameral Permanente del Honorable 
Congreso de la Nación.

Tengo el agrado de dirigirme a esa comisión, en 
virtud de lo dispuesto por los artículo 99, inciso 3 y 
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Que la Autoridad Regulatoria Nuclear, entidad 
autárquica actuante en la órbita de la Presidencia de 
la Nación, propone llevar a cabo una reasignación de 
créditos para adecuar su presupuesto a las necesidades 
de la entidad.

Que es menester reforzar los créditos del Instituto 
Nacional de Promoción Turística, organismo descentra-
lizado actuante en la órbita de la Secretaría de Gobierno 
de Turismo dependiente de la Secretaría General de la 
Presidencia de la Nación.

Que resulta necesario incrementar el presupuesto de 
la Secretaría de Gobierno de Ambiente y Desarrollo 
Sustentable de la Secretaría General de la Presidencia 
de la Nación mediante la incorporación de recursos 
provenientes de desembolsos de préstamos del Banco 
Internacional de Reconstrucción y Fomento (BIRF) a 
los fines de continuar con las tareas acordadas en los 
respectivos convenios.

Que es necesario reforzar el presupuesto del Mi-
nisterio del Interior, Obras Públicas y Vivienda, para 
dotar de créditos al Programa de Asistencia Financiera 
a Provincias y Municipios, creado por el decreto 836 
del 18 de septiembre de 2018 con el objeto de asistir 
financieramente a las provincias y municipios que 
estuvieran ejecutando obras con financiamiento del 
entonces Fondo Federal Solidario.

Que el Ministerio de Relaciones Exteriores y Culto 
propicia incorporar a su presupuesto mayores recursos 
en concepto de aranceles por servicios consulares, los 
cuales se destinarán a financiar gastos concernientes a 
las representaciones argentinas en el exterior.

Que resulta necesario incrementar el presupuesto 
vigente de la Policía Federal Argentina, actuante en 
el ámbito del Ministerio de Seguridad, a los fines de 
afrontar los mayores gastos que genera la función ope-
rativa de la fuerza, en cumplimiento de los objetivos 
estratégicos fijados por el gobierno nacional, e incor-
porar una contribución al Tesoro nacional.

Que el incremento mencionado en el considerando 
precedente se financia con la incorporación de recursos 
propios.

Que resulta necesario reforzar el presupuesto vigente 
de la Secretaría de Gobierno de Energía del Ministerio 
de Hacienda a los efectos de cumplir, por un lado, con 
los compromisos asumidos en el marco del Programa 
de Estímulos a la Producción de Gas Natural y del 
Programa de Asistencia a Empresas Distribuidoras de 
Gas y, por el otro, para afrontar erogaciones vinculadas 
con las transferencias a Compañía Administradora 
del Mercado Mayorista Eléctrico Sociedad Anónima 
(Cammesa).

Que resulta adecuado incrementar el presupuesto 
vigente de la Comisión Nacional de Energía Atómica, 
actuante en el ámbito del Ministerio de Hacienda, 
para atender las obligaciones asumidas con destino al 
financiamiento de las obras denominadas “construcción 
de reactor RA-10” y “construcción de reactor de baja 

retirados y pensionados de las citadas fuerzas armadas 
y de seguridad.

Que resulta necesario reforzar el presupuesto desti-
nado a la atención de las jubilaciones, retiros y pensio-
nes de la Gendarmería Nacional, de la caja de retiros, 
jubilaciones y pensiones de la Policía Federal y de la 
Prefectura Naval Argentina, organismos actuantes en 
el ámbito del Ministerio de Seguridad.

Que resulta necesario reforzar el presupuesto 
destinado a la atención de las jubilaciones, retiros y 
pensiones del Instituto de Ayuda Financiera para Pago 
de Retiros y Pensiones Militares, organismo actuante 
en el ámbito del Ministerio de Defensa.

Que corresponde reforzar el presupuesto destinado 
a la atención de las jubilaciones, retiros y pensiones 
del Servicio Penitenciario Federal, organismo actuan-
te en el ámbito del Ministerio de Justicia y Derechos 
Humanos.

Que dichas erogaciones se financian parcialmente 
con mayores ingresos por aportes y contribuciones y 
el uso de fuentes financieras de las respectivas cajas 
previsionales de las fuerzas armadas y de seguridad y 
de la Administración Nacional de la Seguridad Social 
(ANSES).

Que es menester incrementar el crédito destinado 
a financiar los déficits de las cajas previsionales pro-
vinciales.

Que resulta oportuno incrementar además los 
créditos del presupuesto vigente del Ministerio de 
Educación, Cultura, Ciencia y Tecnología a fin de 
atender gastos derivados de la aplicación de la política 
salarial en los sectores docentes y no docentes de las 
universidades nacionales.

Que a fin de atender mayores gastos de las universi-
dades nacionales y conforme lo previsto en la planilla 
B anexa al artículo 12 de la ley 27.431 de Presupuesto 
General de la Administración Nacional para el ejercicio 
2018, es necesario modificar el presupuesto vigente 
destinado al Programa 26 - desarrollo de la educación 
superior del Ministerio de Educación, Cultura, Ciencia 
y Tecnología.

Que corresponde incrementar los créditos del Con-
sejo Nacional de Investigaciones Científicas y Técnicas 
(Conicet), organismo descentralizado actuante en la 
órbita del Ministerio de Educación, Cultura, Ciencia 
y Tecnología, a fin de atender becas de investigación, 
correspondientes al pago de estipendios.

Que corresponde reforzar los créditos de la Agencia 
Nacional de Discapacidad, organismo actuante dentro 
de la órbita de la Presidencia de la Nación, destinados a 
la atención médica de los pensionados no contributivos.

Que corresponde reforzar los créditos vigentes de 
la Dirección de Ayuda Social para el Personal del 
Congreso de la Nación y de la Auditoría General de 
la Nación, organismo, actuante en el ámbito del Poder 
Legislativo Nacional, con el objeto de afrontar sus 
necesidades específicas.
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Anónima (IEASA) y a la Empresa Nucleoeléctrica 
Argentina Sociedad Anónima (NASA).

Que, asimismo, en dicha Jurisdicción resulta per-
tinente reforzar los créditos para la atención del Con-
venio de Estabilidad de Suministro del Gasoil y del 
Acuerdo de Abastecimiento de Gas Propano Indiluido, 
creados por los decretos 652 del 19 de abril de 2002 y 
934 del 22 de abril de 2003.

Que es necesario, por otra parte, modificar los 
créditos vigentes de la mencionada Jurisdicción con 
el objeto de atender compromisos contraídos por el 
Estado nacional.

Que a través del artículo 49 de la ley 11.672 com-
plementaria permanente de presupuesto (t. o. 2014), 
se faculta al Poder Ejecutivo nacional a disponer la 
constitución de aplicaciones financieras a título gra-
tuito por parte de las jurisdicciones y entidades de la 
administración nacional a favor del Tesoro Nacional, 
con la finalidad de atender el financiamiento de sus 
gastos cuando se requiera la utilización de las disponi-
bilidades del Sistema de la Cuenta Única del Tesoro, 
estableciendo además, que dichas inversiones pueden 
constituirse por un plazo de hasta noventa (90) días.

Que asimismo, por el artículo mencionado preceden-
temente, el Poder Ejecutivo nacional queda facultado 
a disponer en el mismo acto administrativo la modifi-
cación presupuestaria correspondiente y la emisión de 
los instrumentos de crédito público que se requieran 
para su implementación.

Que el Ministerio del Interior, Obras Públicas y Vi-
vienda, la Superintendencia de Seguros de la Nación, 
organismo descentralizado actuante en el ámbito del 
Ministerio de Hacienda y el Ente Nacional de Comu-
nicaciones, organismo descentralizado actuante en el 
ámbito de la Jefatura de Gabinete de Ministros, cuentan 
con disponibilidades para suscribir dicha aplicación 
financiera.

Que en el artículo 15 de la ley 24.156 de administra-
ción financiera y de los sistemas de control del sector 
público nacional y sus modificatorias, se prevé que 
“cuando en los presupuestos de las jurisdicciones y 
entidades públicas se incluyan créditos para contratar 
obras o adquirir bienes y servicios, cuyo plazo de ejecu-
ción exceda al ejercicio financiero, se deberá incluir en 
los mismos información sobre los recursos invertidos 
en años anteriores, los que se invertirán en el futuro y 
sobre el monto total del gasto, así como los respectivos 
cronogramas de ejecución física. La aprobación de los 
presupuestos que contengan esta información, por parte 
de la autoridad competente, implicará la autorización 
expresa para contratar las obras y/o adquirir los bienes 
y servicios hasta por su monto total, de acuerdo con las 
modalidades de contratación vigentes”.

Que en ese marco, es menester autorizar ciertas 
obras de infraestructura vial y la adquisición de equi-
pamiento para el Estado Mayor General de la Armada 
dependiente del Ministerio de Defensa, con impacto 
plurianual cuya realización es de imperiosa urgencia, 

potencia CAREM - Fase II” y para la adquisición de 
equipamiento de los Centros de Medicina Nuclear.

Que corresponde incrementar el presupuesto vigente 
del Ministerio de Producción y Trabajo, incorporando 
aplicaciones y fuentes financieras, en el marco de las 
operatorias con el Banco de Inversión y Comercio 
Exterior S.A. (BICE).

Que a su vez, es menester incluir erogaciones adicio-
nales al presupuesto vigente del citado Ministerio, con 
destino a los programas de subsidio de tasas y fomento 
al sector productivo y para permitir la ampliación del 
stock de inversiones del Fondo de Garantías Argentino 
(FoGAr) para el otorgamiento de garantías para présta-
mos a las pequeñas y medianas empresas.

Que, asimismo, corresponde asignar al Ministerio 
de Producción y Trabajo horas cátedra no previstas 
en el presupuesto vigente, con el objeto de desarrollar 
acciones inherentes a la promoción de la defensa del 
consumidor.

Que es necesario fortalecer el presupuesto de la 
Dirección Nacional de Vialidad, organismo descen-
tralizado en el ámbito del Ministerio de Transporte, 
con el objeto de permitir la continuidad a los trabajos 
de construcción y mantenimiento de rutas en el marco 
del Plan Vial Federal.

Que procede aumentar el presupuesto vigente del 
Ministerio de Transporte, a los fines de reforzar los 
créditos correspondientes a las Transferencias al Fondo 
Fiduciario del Transporte y a las empresas privadas en 
función de la venta de combustible a precio diferencial.

Que es menester incluir en el presupuesto del men-
cionado Ministerio de Transporte créditos adicionales 
a fin de proceder a la regularización patrimonial del 
material rodante adquirido mediante contratos ya 
concluidos, cuyos adelantos financieros habían sido 
registrados en el entonces Ministerio del Interior y 
Transporte.

Que es necesario reforzar el presupuesto vigente del 
Ministerio de Salud y Desarrollo Social a fin de afrontar 
erogaciones de distintos programas sociales a su cargo.

Que corresponde prever los créditos necesarios para 
atender diferencias de cambio y embargos judiciales 
de jurisdicciones y entidades de la administración 
nacional para regularizar imputaciones pendientes en 
la Tesorería General de la Nación, dependiente de la 
Subsecretaría de Presupuesto de la Secretaría de Ha-
cienda del Ministerio de Hacienda.

Que es menester modificar los créditos vigentes 
correspondientes al servicio de la deuda pública para 
posibilitar la atención de los servicios financieros de la 
deuda pública correspondientes a comisiones, intereses 
y amortizaciones del presente ejercicio.

Que resulta oportuno adecuar los créditos presu-
puestarios incluidos en la órbita de la Jurisdicción 91 - 
obligaciones a cargo del Tesoro destinados a la empresa 
Operadora Ferroviaria Sociedad del Estado (SOFSE), a 
la Empresa Integración Energética Argentina Sociedad 
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ingresos provenientes de la enajenación de los inmue-
bles objeto de dicha norma, de la constitución, trans-
ferencia, modificación o extinción de otros derechos 
reales o personales sobre los mismos y de locaciones, 
asignaciones o transferencias de su uso, serán afectados 
un setenta por ciento (70 %) a favor de la jurisdicción 
presupuestaria o entidad que detente su efectiva cus-
todia y el treinta por ciento (30 %) restante ingresará 
al Tesoro nacional.

Que resulta necesario que las Jurisdicciones y 
Entidades a que se refiere el citado artículo puedan 
disponer de los saldos no utilizados de dichos recursos 
en ejercicios subsiguientes.

Que en el artículo 37 de la Ley de Administración 
Financiera y de los Sistemas de Control del Sector 
Público Nacional 24.156 y sus modificatorias, se dis-
pone que quedan reservadas al Honorable Congreso 
de la Nación las decisiones que afecten, entre otros, el 
monto total del presupuesto y el monto del endeuda-
miento previsto.

Que por los motivos expuestos y con el fin de evitar 
demoras en las acciones precedentemente referidas, 
resulta necesario disponer con urgencia las adecua-
ciones antes descriptas correspondientes al ejercicio 
presupuestario 2018.

Que, asimismo, ante la falta de una rápida respuesta 
a los requerimientos presupuestarios, algunas jurisdic-
ciones y entidades podrían verse perjudicadas debido a 
la falta de las pertinentes autorizaciones que se requie-
ren para el normal desenvolvimiento de sus acciones, 
no pudiendo así atender los compromisos asumidos 
por ellas, corriendo el riesgo de paralizar el habitual y 
correcto funcionamiento del Estado nacional.

Que en la ley 26.122 se regula el trámite y los 
alcances de la intervención del Honorable Congreso 
de la Nación, respecto de los decretos de necesidad y 
urgencia dictados por el Poder Ejecutivo nacional, en 
virtud de lo dispuesto por el artículo 99, inciso 3, de la 
Constitución Nacional.

Que la naturaleza excepcional de la situación plan-
teada hace imposible seguir los trámites ordinarios 
previstos en la Constitución Nacional para la sanción 
de las leyes.

Que ha tomado intervención el servicio jurídico 
competente del Ministerio de Hacienda.

Que el presente decreto se dicta en uso de las atribu-
ciones emergentes del artículo 99, incisos 1 y 3, de la 
Constitución Nacional y de la ley 26.122.

Por ello,

El presidente de la Nación Argentina en acuerdo 
general de ministros

DECRETA:

Artículo 1° – Modifícase el Presupuesto Gene-
ral de la Administración Nacional para el ejercicio 
2018, conforme con el detalle obrante en las planillas  

modificando la planilla anexa A al artículo 11 de la ley 
27.431 de Presupuesto General de la Administración 
Nacional para el ejercicio 2018.

Que asimismo, corresponde autorizar ciertas obras 
de infraestructura vial e hídrica con impacto plurianual 
cuya realización es urgente, modificando la planilla 
anexa B al artículo 11 de la ley 27.431 de Presupuesto 
General de la Administración Nacional para el ejercicio 
2018.

Que es necesario modificar los montos autorizados 
con destino al financiamiento del servicio de la deuda 
y gastos no operativos.

Que, en consecuencia, corresponde sustituir la 
planilla anexa al artículo 32 de la ley 27.431 de Presu-
puesto General de la Administración Nacional para el 
ejercicio 2018, modificada por el decreto 545 del 14 
de junio de 2018.

Que las reglas básicas de la licencia de distribución 
de gas fueron aprobadas por el decreto 2.255 del 2 de 
diciembre de 1992, en el marco de un régimen de tipo 
de cambio fijo.

Que las volatilidades de las variables financieras y 
del tipo de cambio que tuvieron lugar este año pusieron 
en evidencia aspectos no contemplados en el régimen 
previsto hace más de veinticinco (25) años en otro 
contexto.

Que, en ese marco, es necesario que el Estado na-
cional asuma, con carácter excepcional, el pago de las 
diferencias diarias acumuladas mensualmente entre el 
valor del gas comprado por las prestadoras del servicio 
de distribución de gas natural por redes y el valor del 
gas natural incluido en los cuadros tarifarios vigentes 
entre el 1º de abril de 2018 y el 31 de marzo de 2019, 
generadas exclusivamente por la variación del tipo 
de cambio y correspondientes a volúmenes de gas 
natural entregados en ese mismo período.

Que corresponde que, a partir del 1º de abril de 
2019, los proveedores de gas natural y las prestado-
ras del servicio de distribución de gas natural por 
redes prevean en sus contratos que en ningún caso 
podrá trasladarse a los usuarios que reciban servicio 
completo el mayor costo ocasionado por variaciones 
del tipo de cambio ocurridas durante cada período 
estacional.

Que, con el objeto de reducir desbalances y permi-
tir la cancelación de deudas de distribuidoras eléc-
tricas provinciales con la Compañía Administradora 
del Mercado Mayorista Eléctrico S.A. (Cammesa), 
corresponde autorizar el rescate de los “bonos de la 
Nación Argentina para el consenso fiscal”, entrega-
dos a las provincias en el marco de la ley 27.429, en 
la medida que el producido de ese rescate se destine 
íntegramente a la cancelación de aquellas deudas.

Que el artículo 15 del decreto 1.382 de fecha 9 de 
agosto de 2012 y sus modificatorios, establece que los 
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Opción de precancelación: a opción del emisor po-
drán precancelarse anticipadamente los pagarés.

Forma de cancelación: los pagos al vencimiento se 
cursarán a través del Banco de la Nación Argentina.

A fin de suscribir la documentación necesaria para 
la emisión de los pagarés dispuesta por el presente 
artículo, se autoriza en forma indistinta al secretario 
de Finanzas, o al secretario de Hacienda, ambos de-
pendientes del Ministerio de Hacienda, o al subsecre-
tario de presupuesto, dependiente de la Secretaría de 
Hacienda del Ministerio de Hacienda.

Art. 7° – Establécese que el Estado nacional asume, 
con carácter excepcional y con el alcance previsto en 
este artículo, el pago de las diferencias diarias acumu-
ladas mensualmente entre el valor del gas comprado 
por las prestadoras del servicio de distribución de gas 
natural por redes y el valor del gas natural incluido en 
los cuadros tarifarios vigentes entre el 1º de abril de 
2018 y el 31 de marzo de 2019, generadas exclusiva-
mente por variaciones del tipo de cambio y correspon-
dientes a volúmenes de gas natural entregados en ese 
mismo período.

El Ente Nacional Regulador del Gas (Enargas) de-
terminará, conforme a lo previsto en el punto 9.4.2.5 
de las Reglas Básicas de la Licencia de Distribución de 
Gas, aprobadas por el decreto 2.255 del 2 de diciem-
bre de 1992, para cada prestadora y considerando los 
proveedores adheridos a este régimen, el monto neto 
correspondiente a las diferencias diarias acumuladas 
referidas en el párrafo anterior.

El monto neto resultante se transferirá a cada prestadora 
en treinta (30) cuotas mensuales y consecutivas a partir 
del 1° de octubre de 2019. Para determinar esas cuotas, se 
utilizará la tasa de interés que el Enargas aplica conforme 
lo previsto en el punto 9.4.2.5 mencionado –tasa efectiva 
del Banco de la Nación Argentina para depósitos en 
moneda argentina a treinta (30) días de plazo, “pizarra”–.

Una vez percibida cada cuota, las prestadoras rea-
lizarán inmediatamente los pagos correspondientes a 
los proveedores de gas natural involucrados y los in-
formarán y acreditarán mensualmente ante el Enargas.

Este artículo resultará aplicable sólo para aquellas 
prestadoras del servicio de distribución de gas natural 
por redes y para aquellos proveedores de gas natural 
que adhieran a este régimen y renuncien expresamente 
a toda acción o reclamo derivado de las diferencias 
diarias acumuladas referidas en el primer párrafo.

Art. 8° – Determínase que a partir del 1º de abril de 
2019 los proveedores de gas natural y las prestadoras 
del servicio de distribución de gas natural por redes de-
berán prever en sus contratos que en ningún caso podrá 
trasladarse a los usuarios que reciban servicio completo 
el mayor costo ocasionado por variaciones del tipo 
de cambio ocurridas durante cada período estacional.

Art. 9° – Facúltase al Enargas para dictar las nor-
mas complementarias necesarias para la aplicación de 
lo dispuesto en los artículos 7º y 8º del presente decreto.

anexas* (IF-2018-58483493-APN-SSP#MHA) al 
presente artículo.

Art. 2° – Modifícanse las planillas anexas A y B 
al artículo 11 de la ley 7.431 de Presupuesto General 
de la Administración Nacional para el ejercicio 2018, 
conforme el detalle obrante en las planillas anexas* 
(IF-2018-58483325-APN-SSP#MHA) al presente ar-
tículo, de conformidad con lo establecido en el artículo 
15 de la ley 24.156 de administración financiera y de 
los sistemas de control del sector público nacional y 
sus modificaciones.

Art. 3° – Sustitúyese la planilla anexa al artículo 32 de 
la ley 27.431 de Presupuesto General de la Administración 
Nacional para el ejercicio 2018 por la planilla anexa* al 
presente artículo (IF-2018-58482765-APN-SSP#MHA).

Art. 4° – Asígnase al Ministerio de Producción y 
Trabajo la cantidad de tres mil (3.000) horas cátedra.

Art. 5° – Dispónese el ingreso de una contribución 
al Tesoro Nacional proveniente de la Policía Federal 
Argentina, actuante en el ámbito del Ministerio de 
Seguridad, por la suma de pesos trescientos millones 
($ 300.000.000).

Art. 6° – Establécese que el Ministerio del Interior, 
Obras Públicas y Vivienda, la Superintendencia de Se-
guros de la Nación, organismo descentralizado actuante 
en el ámbito del Ministerio de Hacienda y el Ente Na-
cional de Comunicaciones, organismo descentralizado 
actuante en el ámbito de la Jefatura de Gabinete de 
Ministros, deberán constituir una aplicación financiera 
gratuita a favor del Tesoro Nacional por pesos treinta 
y cuatro mil trescientos millones ($ 34.300.000.000), 
pesos dos mil millones ($ 2.000.000.000) y pesos dos 
mil millones ($ 2.000.000.000), respectivamente.

A efectos de su instrumentación, dispónese la emi-
sión de:

Un (1) pagaré del gobierno nacional al Ministerio 
del Interior, Obras Públicas y Vivienda por un monto 
de valor nominal pesos treinta y cuatro mil trescientos 
millones (V.N. $ 34.300.000.000),

Un (1) pagaré del gobierno nacional a la Super-
intendencia de Seguros de la Nación por un monto 
de valor nominal pesos dos mil millones (V.N. 
$  2.000.000.000), y

Un (1) pagaré del gobierno nacional al Ente Nacional 
de Comunicaciones por un monto de valor nominal 
pesos dos mil millones (VN $ 2.000.000.000).

Dichos pagarés tendrán las condiciones que a con-
tinuación se detallan:

Fecha de emisión: 14 de diciembre de 2018.
Fecha de vencimiento: 14 de marzo de 2019.
Moneda: pesos ($).
Amortización: íntegra al vencimiento.
* Consultar las planillas anexas correspondientes al 

DNU 1.053/18 (expediente 7.682-D.-2018), en la página 
web de la Honorable Cámara, en el sector de Información 
Parlamentaria.
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“Los saldos de esos recursos no utilizados al cierre 
de cada ejercicio por las jurisdicciones y entidades a 
las que se refiere el párrafo precedente se transferirán 
a ejercicios subsiguientes”.

Art. 12. – La presente medida entrará en vigencia el 
día siguiente al de su publicación en el Boletín Oficial.

Art. 13. – Dese cuenta a la Comisión Bicameral 
Permanente del Honorable Congreso de la Nación.

Art. 14. – Comuníquese, publíquese, dese a la Direc-
ción Nacional del Registro Oficial y archívese. 

Decreto 1.053

Mauricio Macri.
Marcos Peña. – Alejandro Finocchiaro. – 

Dante Sica. – Carolina Stanley. – Germán 
C. Garavano. – Guillermo J. Dietrich. 
– Jorge M. Faurie. – Oscar R. Aguad. 
– Rogelio Frigerio. – Patricia Bullrich. – 
Nicolás Dujovne.

Art. 10. – Autorízase al órgano coordinador de los 
sistemas de administración financiera a rescatar los 
“bonos de la Nación Argentina para el consenso fis-
cal”, entregados a las provincias en el marco de la ley 
27.429, en la medida que el producido de ese rescate se 
destine íntegramente a la cancelación total o parcial de 
deudas anteriores al 31 de octubre de 2018 de agentes 
distribuidores de energía eléctrica que operen en esa 
Jurisdicción con la Compañía Administradora del Mer-
cado Mayorista Eléctrico S.A. (Cammesa). El valor de 
los mencionados títulos se determinará calculando su 
valor presente, aplicando la tasa de mercado que surgirá 
del promedio de las cotizaciones comprador/vendedor 
de los bonos del Tesoro en pesos a tasa fija, conforme 
lo determine el Órgano Coordinador de los Sistemas 
de Administración Financiera.

Art. 11. – Incorpórase como segundo párrafo del 
artículo 15 del decreto 1.382 del 9 de agosto de 2012 
y sus modificatorios, el siguiente:


